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1. LA NUEVA LEY GENERAL TRIBUTARIA COMO EXPRESIÓN DEL 
DERECHO TRIBUTARIO ESTABLE 
1.1. Consideraciones generales 
Lo más destacable de las novedades que el año 2003 ha deparado en el 
ámbito del Derecho Tributario es sin ninguna duda la nueva Ley 58/2003, de 
17 de diciembre (BOE de 18 de diciembre), General Tributaria (LGT en lo 
sucesivo). Destacable en primer lugar por lo que su promulgación significa, 
teniendo en cuenta su condición de código general en la materia, para la 
estabilidad del ordenamiento tributario y, en resumidas cuentas, para la 
seguridad jurídica de todos los ciudadanos, en tanto que sujetos afectados por 
la aplicación de los tributos. Desde este punto de vista, la vieja —y aún 
vigente— Ley General Tributaria de 1963, que ya desde hace cuarenta años 
albergaba esa vocación, pronto se había visto desbordada por el paso del 
tiempo y por acontecimientos ulteriores que aceleraron su obsolescencia en 
aspectos capitales de su regulación. Nadie desconoce la transformación que 
comienza a experimentar el esquema formal de las relaciones entre los 
ciudadanos y el Fisco, casi a continuación de ser promulgado el texto de 1963, 
y que desembocó en pocos años en una situación de auténtico desfase entre 
la regulación general y los modos reales de aplicarse los tributos. A los 
requerimientos que esta nueva situación planteaba fue respondiendo el 
legislador, con más o menos acierto, pero en todo caso de forma parcial y 
asistemática, lo que provocaba importantes desajustes en el conjunto 
normativo. La LGT satisface, desde esta perspectiva, una necesidad evidente 
de ordenación de las instituciones tributarias, normalizando la regulación y 
adaptándola a la realidad del sistema tributario vigente. 
Pero, no sólo por la razón ya indicada, la LGT de 2003 representa 
formalmente un avance importante en aras de la seguridad jurídica. Otro de 
los efectos beneficiosos que desde esta perspectiva surte el nuevo texto legal 
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consiste en la refundición de todas las disposiciones con rango de ley 
reguladoras del régimen tributario general, las cuales por razones variadas 
habían quedado dispersas en una pluralidad de normas, lo que no dejaba de 
resultar una paradoja en un sector del ordenamiento llamado a integrar las 
denominadas normas típicas del Derecho codificado'. La nueva ley recoge así 
ya en un solo texto, junto a la regulación que hasta ahora constituía el objeto 
de la propia LGT de 1963, también el contenido de la Ley 1/1998, de 26 de 
febrero, de Derechos y Garantías de los Contribuyentes, así como el del texto 
articulado del procedimiento económico-administrativo (Real Decreto Legisla-
tivo 2795/1980, de 12 de diciembre). No puede despreciarse por último el hecho 
de que con la reforma se proceda por vez primera a una adaptación sistemática 
de la parte general del Derecho Tributario a la Constitución, veinticinco años 
después de promulgada ésta, eliminando del ordenamiento algún anacronismo 
poco justificable teniendo en cuenta el tiempo transcurrido. 
No todo son, sin embargo, virtudes. La solución que el legislador ofrece en 
relación con algunas cuestiones fundamentales dista de ser la más idónea. Su 
afán reglamentista, criticado ya desde el mismo proceso de gestación de la 
ley con la autoridad del Consejo de Estado, puede jugar pronto en contra de 
la deseable estabilidad de este sector normativo2. En otras cuestiones de 
extraordinario calado, como la regulación de los procedimientos tributarios, 
se ha procedido con una técnica discutible, como después expondremos, para 
tratar de aproximar la regulación tributaria al ordenamiento administrativo 
general. Queda saber, por otra parte, si llegará a verse satisfecho de manera 
efectiva uno de los propósitos principales de la reforma, si hacemos caso a la 
exposición de motivos de la ley. Nos referimos a la reducción de la conflictividad 
en materia tributaria, a fin de propiciar una descongestión de los cauces 
revisores, propósito para cuya consecución son instrumento clave sin duda las 
nuevas actas con acuerdo a las que nos referiremos también más adelante. 
La nueva LGT aborda, en fin, con desigual fortuna a nuestro modo de ver, 
la modificación de algunos aspectos puntuales del régimen tributario general, 
combinando aciertos y errores. Lo más criticable tal vez sea que un examen 
detenido de ciertos defectos de la nueva regulación induce a pensar que su 
origen se encuentra en una elaboración poco meditada de los preceptos 
afectados. 
1 	El Tribunal Constitucional identifica a menudo los preceptos integrantes del régimen 
tributario general —es decir, aplicable a todos los tributos— con las normas típicas del «Derecho 
codificado». Véase por todas en este sentido la sentencia 76/1992, de 14 de mayo, FJ 4. Ésta y todas 
las sentencias que vayan a ser citadas, pueden consultarse en nuestra obra Recopilación sistematizada 
de la doctrina constitucional sobre el Derecho Financiero y Tributario. Mergablum. Sevilla (2003). 
2 Llama en efecto la atención sobre el hecho reseñado el Consejo de Estado en su Dictamen al 
Anteproyecto, poniendo de manifiesto la necesidad de velar «por que la futura Ley cuente con la 
necesaria estabilidad, a cuyo efecto deben excluirse de su contenido todas aquellas materias de 
marcado carácter reglamentario» (Dictamen del Consejo de Estado al Anteproyecto de Ley General 
Tributaria, ref. 1403/2003, 22 de mayo de 2003, III y IV). 
1.2. Valoración de los aspectos más significativos de la reforma 
1.2.1. Planteamiento 
Procederemos, a partir de este momento, a enumerar y analizar, con las 
limitaciones de espacio derivadas de un trabajo de las características del 
presente, los principales aspectos de la reforma, no sin antes hacer notar que 
ésta no representa una transformación radical del ordenamiento tributario 
general. De hecho, en relación con muchas de las materias objeto de 
regulación, el nuevo texto legal se ha limitado a refundir normas ya presentes 
con anterioridad en la propia ley del 63 o en otras leyes que ahora se derogan, 
incorporando otras veces preceptos que antes se encontraban recogidos en 
disposiciones de rango reglamentario. Teniendo en cuenta esta circunstan-
cia, estimamos apropiado analizar con cierto detenimiento sólo los cambios 
de mayor relevancia. 
La LGT de 2003, no obstante, ha operado modificaciones formales 
significativas, que empiezan por la misma estructura elegida para agrupar los 
distintos bloques de preceptos. Éstos aparecen clasificados en cinco títulos 
—frente a los tres de la ley anterior—, de los cuales el primero tiene por objeto 
las «disposiciones generales del ordenamiento tributario» y comienza por 
delimitar el ámbito de aplicación de la ley, subrayando el sometimiento a ella 
de todas las Administraciones tributarias (art. 1). También en él se reprodu-
cen los principios materiales de justicia tributaria formulados en el art. 31.1 
CE (art. 3.1), y se aborda como novedad una formulación legal del concepto 
de tributo, basada en la reciente jurisprudencia constitucional existente 
sobre el particular, y en la que se reconoce de modo explícito la ya obvia 
legitimidad de su función extrafiscal (art. 2). Por lo demás, aparte de algunas 
disposiciones poco novedosas relativas a las fuentes del ordenamiento 
tributario, a la interpretación y calificación de las normas tributarias o al 
tratamiento de la simulación, el Título 1 contiene, como norma más signifi-
cativa, una nueva regulación del instituto hasta ahora denominado fraude de 
ley tributaria, y que a partir de la entrada en vigor del nuevo texto legal pasará 
a designarse «conflicto en la aplicación de la norma tributaria». El especial 
interés del precepto aludido —art. 15 LGT— aconseja dedicar a su valoración 
posteriormente un apartado específico. 
El Título II (arts. 17 al 82), por su parte, pone de manifiesto de modo 
especial la vocación didáctica del legislador de 2003. Lo más destacable de 
su contenido, visto desde una perspectiva general, es la delimitación legal de 
los conceptos tradicionales del Derecho Tributario, mediante su adaptación 
a la evolución experimentada en el ordenamiento, la jurisprudencia y la 
doctrina, en estos últimos cuarenta años. Se abre así el citado Título II con la 
formulación del concepto de relación jurídico-tributaria, para abordar 
seguidamente cuestiones tales como la clasificación de las obligaciones 
tributarias, el régimen de los sujetos sometidos al cumplimiento de tales 
obligaciones —obligados tributarios, en la terminología de la nueva ley—, la 
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delimitación conceptual de sus elementos cuantitativos o la extinción de la 
deuda tributaria y los mecanismos legales para garantizar su pago. Resulta 
digna de mención en este punto la exclusión de las sanciones del concepto de 
deuda tributaria, atendiendo una demanda planteada con insistencia por 
algún sector doctrinal, si bien no pensamos que con ello se aporte realmente 
ninguna mejora de la posición jurídica material de los contribuyentes3. En 
realidad, dentro de esta parte de la ley merece una atención preferente a 
nuestro juicio la nueva regulación de dos aspectos. En primer lugar, el nuevo 
régimen de los recargos aplicables, tanto en caso de presentación espontánea 
de declaraciones y autoliquidaciones fuera de plazo, como cuando la falta de 
pago en período voluntario dé lugar a la apertura del período ejecutivo; en 
segundo lugar, la nueva regulación de los responsables del tributo, donde se 
introduce un nuevo supuesto de responsabilidad, relativo a las obligaciones 
tributarias de los contratistas, cuya oportunidad ha generado un intenso 
debate ya desde antes de su entrada en vigor. A todas estas cuestiones pronto 
vamos a referirnos de manera más específica. 
Son muchos también los comentarios que merece, por su parte, el Título 
III de la ley. Una de las preocupaciones que el legislador parece haber querido 
ver resuelta con él es el establecimiento de una regulación sistemática de 
todos los aspectos generales de los procedimientos tributarios. Así, se dispone 
en particular la obligación administrativa de resolver de forma expresa el 
procedimiento y se fijan con carácter general los efectos de la falta de 
resolución en plazo. Otra de las novedades de este título es la tipificación de 
los procedimientos principales en el ámbito de la gestión tributaria, a cuyas 
distintas clases haremos referencia luego, así como la introducción de 
cambios significativos en otros aspectos, como el régimen de las consultas, 
cuya contestación no sólo pasa a tener ahora carácter vinculante para la 
Administración en todo caso, sino también en relación con cualquier obligado 
tributario que se encuentre en una situación similar a la del consultante. 
Finalmente, aparte de algunos otros cambios menos significativos, llama de 
modo especial la atención, por lo que se refiere al ámbito del procedimiento 
inspector, la nueva figura de las actas con acuerdo, cuyo régimen no puede 
contemplarse aisladamente de las normas del Título IV que fijan las sanciones 
aplicables, pues uno de los efectos fundamentales de la conclusión de un acta 
de esta clase consiste en la reducción automática de la sanción impuesta en 
un 50 por 100 de su importe. 
3  Pese a la preocupación que había mostrado buena parte de la doctrina por evidenciar la 
necesidad de excluir las sanciones del concepto de deuda tributaria, estamos convencidos de que la 
importancia de la cuestión era, acaso, meramente formal. Desde luego, desde una perspectiva 
estrictamente constitucional, coincidimos con el ATC 111/1996, de 29 de abril, en que el art. 58.2.e) 
de la LGT de 1963 —que declaraba la inclusión de las sanciones entre los elementos integrantes de 
la deuda tributaria— era «una norma a la que, por su escaso carácter preceptivo y por su alcance más 
bien casi exclusivamente definitorio o enunciativo, difícilmente podrían serle achacables las graves 
transgresiones constitucionales que se le imputan» (FJ 2°). 
La LGT dedica, en fin, sus títulos IV y V a regular, respectivamente, la 
potestad sancionadora y los procedimientos de revisión. Entre los cambios 
principales que introduce el primero de ellos cabe citar el acercamiento al 
régimen administrativo general y una tipificación pormenorizada, enrevesa-
da y extraordinariamente casuística de las infracciones. El Título V, por su 
parte, regula los cauces de revisión de los actos dictados por la Administración 
tributaria, homogeneizando en buena medida también la regulación de los 
procedimientos especiales de revisión con la normativa general del procedi-
miento común en esta materia. Por lo que se refiere a los recursos contra actos 
tributarios, lo más llamativo es el acortamiento del plazo máximo de 
resolución para ciertas hipótesis tasadas en la ley y el establecimiento de 
mecanismos novedosos para la unificación de los criterios aplicados por los 
órganos económico-administrativos. A todo ello nos vamos a referir después 
con algo más de detenimiento. 
1.2.2. La nueva regulación del conflicto en la aplicación de la norma 
tributaria 
Uno de los retos que tenía por delante el legislador al acometer la reforma 
del ordenamiento tributario general era el de regular de forma adecuada los 
mecanismos para combatir la elusión del tributo. El citado fenómeno 
consiste, como es bien sabido, en el empleo de formas jurídicas que no 
corresponden en derecho a la situación material que con ellas se pretende 
instaurar, pero que reciben un trato fiscal más ventajoso que el que se 
derivaría de realizar el acto o negocio contemplado por el ordenamiento para 
satisfacer la verdadera necesidad de las partes. La reacción del Fisco frente 
a este tipo de comportamientos plantea grandes dificultades, dado que la 
conducta de los sujetos en estos casos no implica la vulneración directa de las 
normas ni una ocultación de la realidad —por lo que no cabe aplicar los 
mecanismos sancionadores ordinarios—. De hecho, la declaración de fraude 
de ley, que era el instrumento previsto en la LGT de 1963 para hacer frente 
a estas situaciones, ha tenido una eficacia virtualmente nula. A cambio, la 
mayor parte de las veces las conductas aludidas han terminado produciendo 
los resultados elusivos perseguidos por las partes, y en otras ocasiones han 
sido combatidas, por la Administración y alguna jurisprudencia, mediante el 
desprecio de la forma jurídica y la exigencia del gravamen correspondiente 
a la naturaleza económica de la situación creada, lo que supone un uso 
impropio de la técnica de la calificación y plantea reparos desde el punto de 
vista del principio de seguridad jurídica4. 
4 Paradigma de este modo de actuar fue la STS de 24-11-1998, entre cuyas conclusiones puede 
leerse: «Por otra parte, el principio de «capacidad económica», recogido en el art. 31.1 de la 
Constitución, viene a ratificar este criterio, sometiendo a imposición la operación descrita, conforme 
a la realidad o resultado económico producido» (FJ 3°). Un extracto más extenso de la misma puede 
consultarse en Quincena Fiscal, núm. 13 (1999), págs. 28 y ss. 
   
  




Antonio M. Cubero Truyo y Florián García Berro 
 
Lo cierto es que la primera medida del legislador de 2003 ha sido cambiar 
el nombre a las situaciones descritas, que pasan a denominarse «conflicto en 
la aplicación de la norma tributaria». Desde el punto de vista material, sin 
embargo, su regulación no parece diferir en sustancia de la precedente. Por 
eso cualquier expectativa de que la nueva norma resulte operativa descansa 
en los cambios introducidos en el procedimiento para su aplicación. 
Como acaba de decirse, el supuesto de hecho que permite aplicar las 
consecuencias previstas en el nuevo art. 15 LGT no ofrece diferencias 
esenciales respecto a la última redacción del art. 24.1 de la ley de 1963. Muy 
resumidamente, este último configuraba la actuación en fraude de ley como 
el uso de moldes jurídicos previstos en el ordenamiento para cumplir una 
finalidad distinta de la realmente querida por las partes, produciéndose con 
ello un resultado «equivalente al del hecho imponible», y consiguiéndose de 
este modo eludir el pago del tributo, esto es, no pagar o pagar menos de lo 
que se derivaría de realizar el acto o negocio objeto de gravamen. Para 
apreciar su existencia se exigía, además, la concurrencia de propósito 
elusivo. Por su parte, el art. 15 de la nueva LGT delimita el conflicto en la 
aplicación de la norma tributaria como el uso de formas jurídicas artificiosas 
o impropias para la consecución del resultado obtenido —es decir, previstas 
por el ordenamiento para cumplir una finalidad diversa—, no produciéndose 
con ello efectos diferentes de los que se derivarían de utilizar el acto o 
negocio previsto en el ordenamiento para obtener dicho resultado —dando 
lugar, por tanto, a «un resultado equivalente al del hecho imponible»—, salvo 
un «ahorro fiscal» —consistente en no pagar o pagar menos—. Las diferencias 
son en sustancia, como se ve, nulas desde el punto de vista material respecto 
a la norma precedente. Cabe apreciar, si acaso, cierta mejora en la 
redacción. Se suprime también el requisito explícito del propósito elusivo, 
aunque con ello tampoco cambia nada, pues dicho propósito era ya presumi-
ble sin mayores exigencias probatorias una vez constatada la presencia de los 
elementos objetivos de la conducta. 
Tampoco varían, como es natural, las consecuencias derivadas de aplicar 
la norma. Es decir, lo mismo que hasta ahora en los supuestos de fraude de 
ley, cuando se constate la existencia del conflicto, se exigirá el tributo 
correspondiente a los actos o negocios que el ordenamiento configura como 
propios para constituir la situación jurídica material instaurada por las partes. 
El cambio realmente significativo está por consiguiente en el procedimiento 
para declararlo y establecer dichas consecuencias. En este punto ha quedado 
suprimida la exigencia de un procedimiento especial, lo que parecía constituir 
hasta ahora el principal escollo para la aplicación de la norma. De este modo, 
la existencia de conflicto será declarada a partir de la entrada en vigor de la 
nueva ley en el propio procedimiento de comprobación. El lógico recelo de los 
contribuyentes ante posibles excesos de la Administración al apreciar el 
presupuesto de la norma, queda en parte paliado por la necesidad de que la 
declaración de conflicto venga precedida de un informe de la comisión 
consultiva prevista en el art. 159.6. Dicha comisión habrá de estar compuesta 
por personal de la Dirección General de Tributos y de la Administración 
tributaria actuante, y su criterio vinculará al órgano que desarrolla las 
actuaciones de comprobación. 
Debe señalarse, para terminar esta somera descripción de los cambios 
habidos, que sigue sin ser posible imponer sanciones por comportamientos 
constitutivos de conflicto en la aplicación de la norma. Pese a que fue ésta 
una posibilidad prevista de modo expreso en el Anteproyecto, las críticas 
unánimes recibidas llevaron al Gobierno a suprimir las previsiones en tal 
sentido ya en el texto enviado a las Cortes5. 
1.2.3. Cambios en el régimen de los intereses de demora y de los 
recargos 
La LGT presenta algún cambio significativo en la regulación de las llamadas 
obligaciones tributarias accesorias, es decir, aquellas obligaciones distintas 
de la obligación tributaria principal y de la obligación de realizar pagos a 
cuenta, que tienen no obstante igual que éstas carácter pecuniario —no 
forman parte por tanto de las llamadas obligaciones formales— y han de 
satisfacerse a la Administración tributaria —por lo que no se trata tampoco 
de obligaciones entre particulares resultantes del tributo— en relación con 
otra obligación tributaria diversa (art. 25). Las obligaciones de que hablamos 
son, en suma, las que tienen por objeto los intereses de demora, los recargos 
derivados de la presentación espontánea de declaraciones fuera de plazo y los 
recargos aplicables cuando, una vez concluido el período voluntario de 
ingreso de la deuda tributaria, ésta no se ha hecho efectiva. 
Por lo que se refiere a los intereses de demora, una novedad significativa 
de la LGT consiste en la suspensión de su devengo desde que, una vez 
concluido el plazo para dictar resolución, ésta no se ha producido por causa 
imputable a la Administración (art. 26.4). Quedan exceptuados los supuestos 
de incumplimiento del plazo para resolver solicitudes de aplazamiento o 
fraccionamiento. Por otra parte, los intereses volverán a devengarse desde 
la fecha en que se produzca la resolución expresa o el interesado impugne la 
desestimación presunta de su recurso o solicitud. La ley no establece de modo 
expreso el régimen aplicable cuando el transcurso del plazo para resolver dé 
lugar también a la caducidad del procedimiento —lo que ocurrirá por ejemplo 
en los procedimientos de gestión llamados a culminar con una liquidación 
tributaria—. Surge en relación con estos casos la duda sobre si los intereses 
han de volver a devengarse desde que se inicie, en su caso, un nuevo 
procedimiento, o bien desde el momento en que éste sea resuelto de forma 
expresa. Nos inclinamos por esto último, tanto por la literalidad del precepto, 
5 Véase en este sentido el terminante rechazo del Consejo de Estado a la posibilidad de aplicar 
sanciones en estos supuestos [Dictamen, cit., V, A. 8), c)]. 
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que dispone la reanudación del devengo sólo desde que se dicte la resolución, 
como por el hecho de que el retraso que determina el cese del devengo 
obedece a la falta de diligencia administrativa, por lo que se trata de una 
medida protectora de la legítima posición del interesado, y sus efectos deben 
mantenerse por consiguiente hasta que la situación de pendencia quede 
completamente subsanada con la notificación del pertinente acto resolutorio. 
Dentro de la sección que la nueva LGT dedica a las obligaciones tributarias 
accesorias se enmarca asimismo la regulación de los recargos por declaracio-
nes fuera de plazo (art. 27). Como se sabe, dichos recargos son exigibles 
cuando el obligado tributario declara el presupuesto de hecho de la obligación 
tributaria principal de modo extemporáneo pero antes de ser requerido a tal 
fin por la Administración. El recargo, en este caso, excluye la sanción que 
resultaría aplicable de haber mediado un requerimiento administrativo 
previo. A nuestro juicio, la relevancia de los cambios introducidos en esta 
materia es mayor de la que a primera vista pudiera pensarse. Para empezar, 
la ley define el requerimiento previo, indicando que se entenderá como tal 
a estos efectos «cualquier actuación administrativa realizada con conoci-
miento formal del obligado tributario, conducente al reconocimiento, regu-
larización, comprobación, inspección, aseguramiento o liquidación de la 
deuda tributaria» (art. 27.1, 2° párrafo). Por otra parte, para aplicar este 
régimen y excluir, por tanto, las consecuencias sancionadoras, se exige que 
la declaración tardía identifique con claridad el período a que se refiere (art. 
27.4). La norma trata de evitar así una práctica relativamente frecuente 
hasta ahora en el ámbito del IVA, consistente en incluir en la declaración de 
un período cuotas que debían haberse declarado en períodos anteriores, sin 
hacer mención de este hecho, lo que suponía evitar el recargo y las sanciones 
si dicha circunstancia no era advertida por la Administración. Cuando ésta se 
apercibía de la maniobra, el interesado solía alegar que, puesto que la 
declaración de los hechos había sido espontánea, había de entenderse 
aplicable el oportuno recargo y no las correspondientes medidas sancionado-
ras. Aunque esta pretensión podía considerarse más que discutible ya bajo la 
normativa anterior, a partir de ahora no hay ninguna duda de que en tales 
casos será aplicable el régimen sancionador ordinario. 
La regulación de los recargos ha experimentado, por último, un cambio 
muy importante, hasta el punto de hacer que quede subsanado a nuestro 
modo de ver un defecto del régimen anterior que hacía discutible su propia 
compatibilidad con el texto constitucional. En realidad, la cuantía de los 
recargos no experimenta ninguna variación. Siguen siendo exigibles recargos 
del 5, 10, 15 ó 20 por 100 del importe de la deuda cuando la declaración se 
presente con un retraso no superior a tres meses, de entre tres y seis, de entre 
seis y doce, o mayor de doce meses, respectivamente (art. 27.2). La 
aplicación de dichos recargos excluía como ya se ha dicho la imposición de 
sanciones. Los tres de menor cuantía se declaraban incompatibles también 
con los intereses. La aplicación del recargo del 20 por 100, por el contrario, 
no impedía la exigencia adicional de intereses de demora, cuyo devengo se  
producía además desde el primer día de retraso y no desde que éste excediese 
de doce meses. A partir de ahora, sin embargo, la ley declara también la 
incompatibilidad de este recargo con los intereses de demora correspondien-
tes a los primeros doce meses. Consideramos, como ya se ha dicho, que la 
diferencia posee gran importancia, pues la exigencia acumulada de ambos 
conceptos —recargo e intereses—, según se derivaba de la regulación ante-
rior, despojaba de forma inequívoca al recargo de toda función indemnizatoria, 
aproximando su naturaleza a la de las medidas sancionadoras6. 
Cerramos el apartado dedicado a las obligaciones tributarias accesorias 
mencionando el cambio operado en materia de recargos aplicables en período 
ejecutivo. Se trata de aquellas hipótesis en las que, habiendo finalizado el 
período voluntario de ingreso de una deuda tributaria líquida, ésta no ha sido 
satisfecha por el obligado a su pago. En tal supuesto se abre el período 
ejecutivo, lo que significa que la Administración queda habilitada para iniciar 
la vía de apremio sobre el patrimonio del deudor para hacer efectiva la deuda. 
Hasta ahora, la LGT contemplaba la aplicación de dos recargos distintos para 
estos casos. El recargo era del 10 por 100 si el ingreso se producía, una vez 
terminado el período voluntario, pero antes de ser notificada al deudor la 
providencia de apremio. En esta hipótesis no resultaban exigibles los intere-
ses de demora correspondientes al tiempo transcurrido entre el fin del 
período voluntario y la fecha del ingreso. Una vez notificada la providencia 
de apremio el recargo exigible pasaba a ser del 20 por 100. Si, en este 
supuesto, la deuda era satisfecha en los plazos señalados en la propia 
providencia, no se devengaban intereses de demora por el tiempo transcurri-
do entre el momento de dictarse ésta y el ingreso efectivo, aunque sí por el 
período comprendido entre el fin del período voluntario y la fecha de la 
providencia. En otro caso, resultaban exigibles acumuladamente el recargo 
del 20 por 100 y la totalidad de los intereses. 
La nueva LGT ha ampliado a tres las modalidades de recargo exigibles, 
según las circunstancias, dentro del período ejecutivo (art. 28). A partir de 
su entrada en vigor, el recargo será de un 5 por 100 si el pago tiene lugar antes 
de notificarse la providencia de apremio (recargo ejecutivo). En caso 
contrario, su cuantía ascenderá al 10 por 100, siempre que la deuda se pague 
dentro del plazo fijado en la providencia (recargo de apremio reducido). En 
estas dos hipótesis quedan excluidos los intereses de demora por el tiempo 
6 Puede trasladarse a este supuesto el razonamiento expresado por la STC 276/2000, de 26 de 
noviembre, que limitaba la función indemnizatoria a la parte del recargo encaminada a compensar 
«al Erario Público «por el perjuicio que a éste supone la no disposición tempestiva de todos los fondos 
necesarios para atender los gastos públicos [STC 76/1990, FJ 9.b)]» (FJ 5°). Resulta claro, por tanto, 
que la exigencia acumulada del interés de demora y del recargo excluye la finalidad indemnizatoria 
de éste, dado que dicha finalidad se ve ya satisfecha con el devengo de intereses. El citado argumento, 
unido a otros, lleva al Tribunal a predicar la naturaleza sancionadora de la medida legal objeto de 
la citada sentencia, y a declarar su inconstitucionalidad, por preverse su imposición de plano. 
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que media entre la finalización del período voluntario y la fecha del ingreso. 
Si la deuda no se paga en el plazo señalado a tal efecto en la providencia, el 
recargo será del 20 por 100 y los intereses serán exigibles por la totalidad del 
tiempo transcurrido desde la terminación del período voluntario (recargo de 
apremio ordinario). A nuestro juicio, el inconveniente de este nuevo régimen 
es que reduce en exceso la diferencia entre los efectos económicos del ingreso 
espontáneo de la deuda y los del pago subsiguiente a la notificación de la 
providencia, lo que puede desincentivar que el deudor se decida por la 
primera de las opciones indicadas'. 
1.2.4. La responsabilidad subsidiaria en los supuestos de contrata-
ción o subcontratación 
Otra de las novedades de la LGT que más destacan es la introducción de 
un nuevo supuesto de responsabilidad que no se encontraba previsto en el 
texto de 1963. En su virtud, se configura como responsables subsidiarios del 
tributo a quienes «contraten o subcontraten la ejecución de obras o la 
prestación de servicios correspondientes a su actividad económica principal», 
extendiéndose dicha responsabilidad a las obligaciones «relativas a tributos 
que deban repercutirse o cantidades que deban retenerse a trabajadores, 
profesionales u otros empresarios, en la parte que corresponda a las obras o 
servicios objeto de la contratación o subcontratación» [art. 43.1.f)]. La 
redacción de la norma es poco precisa, más bien confusa, por lo que suscita 
grandes interrogantes sobre su verdadero alcance y hace pensar que estamos 
ante el fruto de una actuación precipitada y poco reflexiva en su proceso de 
elaboración. Por esta causa, su contenido ha sido objeto de duras críticas 
desde la versión del Anteproyecto de LGT, pese a lo cual el precepto no ha 
sido objeto de mejoras sustanciales en el texto legal definitivo8. 
El problema más evidente que plantea la norma consiste en delimitar su 
significado cuando extiende el ámbito objetivo de la responsabilidad a las 
obligaciones tributarias relativas a tributos que deban repercutirse como 
consecuencia de la obra o servicio contratado o subcontratado. Si, como 
Hasta la entrada en vigor de la nueva ley, si el ingreso se producía antes de notificarse la 
providencia, resultaba exigible exclusivamente un recargo del 10 por 100, con exclusión de los 
intereses. Si, por el contrario, se pagaba la deuda en el plazo indicado en la providencia ya notificada, 
el deudor debía soportar un 20 por 100 de recargo más los intereses devengados hasta la fecha de la 
providencia. Ahora, la diferencia entre ingresar de forma espontánea o hacerlo una vez recibida la 
notificación del apremio se limita a que el recargo será de un 5 por 100 en el primer caso y de un 10 
por 100 en el segundo. Es decir, no sólo se reduce la distancia de diez a cinco puntos entre ambos 
recargos, sino que se elimina la obligación de satisfacer intereses cuando se opte por esperar a que 
la Administración abra el procedimiento ejecutivo. Y no puede obviarse que, en este último caso, el 
deudor habrá podido beneficiarse de la prescripción si es que la Administración no llega a actuar de 
manera diligente. 
8 Véase en este sentido el repaso crítico de R. FALCÓN Y TELLA a la redacción del precepto en 
el Anteproyecto de Ley [Editoriales de Quincena Fiscal, núms. 8 y 9 (2003)]. 
parece, el legislador se refiere entre otras a las obligaciones tributarias del 
contratista o subcontratista por el impuesto sobre el valor añadido, son varios 
los interrogantes que plantea su aplicación. Cabe preguntarse en primer lugar 
si el destinatario de la obra o servicio responde ante la Hacienda Pública del 
montante total de la cuota devengada como consecuencia de la obra o 
servicio recibido o, por el contrario, sólo por el saldo que resultaría después 
de descontar de la misma el importe de las cuotas deducibles por el 
contratista o subcontratista. La duda es absolutamente pertinente teniendo 
en cuenta que la deuda tributaria de este último sujeto se limitaría a la 
diferencia entre ambos conceptos —IVA devengado e IVA deducible—. Por otra 
parte, se presenta igualmente incierto el alcance de la norma en caso de que 
se produzca una cadena de obras o servicios subcontratados. No queda 
resuelto en tal supuesto si la responsabilidad del destinatario final de dichas 
obras o servicios se extiende a las obligaciones de todos los empresarios o 
profesionales que intervienen en el proceso o, por el contrario, debe limitarse 
a las obligaciones de la persona con quien contrate de forma directa. Por no 
hablar de las situaciones injustas a que puede conducir el precepto cuando 
el responsable se vea obligado primero a soportar la cuota de IVA que se le 
repercute, y a hacer frente luego de nuevo al pago del mismo concepto si el 
contratista o subcontratista incumple su obligación y es declarado insolvente. 
En resumidas cuentas, el significado del precepto presenta varios aspectos 
oscuros y dudosos principalmente por lo que se refiere a las obligaciones 
tributarias derivadas de cantidades que han de ser objeto de repercusión. Es 
cierto, con todo, que los empresarios que contraten o subcontraten obras o 
servicios tienen la posibilidad de quedar liberados de esta forma de respon-
sabilidad cuando, en el momento de satisfacer la contraprestación por la obra 
o los servicios recibidos, el contratista o subcontratista aporte un certificado 
de encontrarse al corriente de sus obligaciones tributarias. Dicho certificado 
debe haber sido expedido por la Administración tributaria y tiene una vigencia 
a estos efectos de doce meses. 
1.2.5. El carácter vinculante de todas las consultas 
Los artículos 88 y 89 de la LGT establecen un nuevo régimen en relación 
con las consultas escritas planteadas a la Administración tributaria. En primer 
lugar, se establece un plazo máximo de seis meses para que el órgano 
competente emita su contestación, plazo que no obstante carece de conse-
cuencias efectivas, pues la ley se apresura a declarar que su incumplimiento 
no implica la aceptación del criterio del obligado tributario. Más relevante es 
la atribución de carácter vinculante a todas las contestaciones, no sólo en 
relación con el consultante, sino también con cualquier obligado tributario 
que se encuentre en una situación idéntica a la de éste. Por tanto, cualquier 
persona podrá a partir de ahora exigir que se le aplique la norma tributaria 
conforme al criterio expresado por la Administración en una contestación 
anterior. La única limitación es que la respuesta administrativa haya sido 
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emitida con anterioridad a la iniciación del procedimiento en el que ha de 
producir efecto (art. 89.2). Por otra parte, el carácter vinculante no alcanza 
a los órganos económico-administrativos y lógicamente puede quedar anula-
do si sobrevienen cambios en la normativa o la jurisprudencia aplicable al caso 
(art. 89.1). 
Este nuevo régimen suscita considerables reparos a nuestro modo de ver. 
La atribución de eficacia vinculante a la respuesta en relación con todos los 
obligados tributarios convierte la contestación administrativa en un híbrido 
cuya fisonomía resulta difícil de explicar y justificar desde un punto de vista 
técnico-jurídico. Así, en relación con los órganos de la Administración 
gestora, los efectos vinculantes de cualquier contestación a consulta pueden, 
en algún punto, superar los que serían propios de una disposición normativa. 
En este sentido, ha de notarse que el alcance general pro futuro de los 
criterios de la contestación no puede ser desactivado ulteriormente por la 
mera voluntad del órgano emisor —de ordinario, la Dirección General de 
Tributos—, como sería lo propio de cualquier norma jurídica, susceptible 
siempre de derogación por otra del mismo rango posterior en el tiempo. Para 
enervar la eficacia vinculante de la contestación será necesaria, en cambio, 
una disposición emanada de órgano jerárquicamente superior. La literalidad 
de la norma permite dudar incluso de que sea suficiente a tal fin una orden 
interpretativa del ministro de Hacienda, si bien nuestra opinión es decidida-
mente favorable a que así se admita. 
Por último, el nuevo régimen plantea todavía otra duda interpretativa, en 
la hipótesis de que dos contestaciones administrativas mantengan criterios 
discrepantes en relación con situaciones idénticas. De entrada, no queda 
claro si dicha posibilidad es admisible con la nueva regulación9, pero de ser 
así quedaría por dilucidar cuál de las dos soluciones ha de prevalecer a partir 
de ese momento. Desde luego pensamos que, dado el carácter meramente 
informativo de las contestaciones (art. 89.4), no puede sostenerse razonable-
mente que el criterio interpretativo más antiguo quede derogado por el más 
cercano en el tiempo. Tampoco que, pese al carácter vinculante, los 
obligados tributarios puedan en estos casos elegir la solución que les sea más 
favorable. Seguramente la interpretación más respetuosa con el principio de 
legalidad sea permitir que el órgano encargado de aplicar el tributo lo haga 
conforme al criterio que considere más correcto de entre los expresados en 
las distintas contestaciones existentes. 
9  En efecto, atendiendo al texto de la norma, ese cambio de criterio a que nos acabamos de 
referir habría de materializarse mediante una contestación posterior, y ésta no sería otra cosa que 
un acto de aplicación de los tributos que, como tal, debería en principió producirse conforme a los 
criterios expresados en contestaciones precedentes. 
1.2.6. Las relaciones entre los procedimientos tributarios y el 
régimen general de los procedimientos administrativos 
Antes de analizar las novedades más significativas de la LGT en relación 
con la normativa de los procedimientos tributarios, cuyo régimen aparece 
repartido por los títulos III (para los procedimientos de aplicación de los 
tributos), V (procedimientos de revisión) y parte del Título IV (procedimiento 
sancionador), permítasenos como preámbulo una observación predicable en 
general de todos ellos. La exposición de motivos de la LGT afirma operar en 
materia de procedimiento una aproximación al régimen administrativo 
general, en supuesto beneficio de la seguridad jurídica. La validez de este 
aserto resulta, sin embargo, discutible. El art. 97 LGT establece de una parte 
—de forma nada revolucionaria por cierto— la aplicación supletoria de las 
disposiciones generales sobre procedimiento administrativo en el ámbito 
específico de las actuaciones y procedimientos de aplicación de los tributos. 
No se trata precisamente, como puede verse, de una medida audaz en la línea 
de homogeneizar las fuentes del procedimiento común. Hubiera sido necesa-
rio un avance mucho más consistente para hacer honor a la exposición de 
motivos, en la que se atribuye a la ley «una importante aproximación a las 
normas generales del derecho administrativo, con el consiguiente incremento 
de la seguridad jurídica en la regulación de los procedimientos tributarios»10. 
En realidad, no deja de ser verdad que la nueva regulación aproxima en 
cierto modo el régimen tributario en algunos puntos al régimen general; pero 
la forma de hacer efectivo este acercamiento consiste en adaptar diversos 
aspectos de la regulación autónoma del procedimiento tributario a los moldes 
de la ley de procedimiento administrativo común. Es decir, bien mirado esto 
no supone más que reeditar la opción de la vieja ley de 1963 que, sin renunciar 
a la singularidad de lo tributario, tomó de modelo para muchos de sus 
preceptos la ley de procedimiento administrativo de 1958. Debe tenerse en 
cuenta que las reformas operadas desde entonces en el ordenamiento general 
—especialmente con las leyes 30/1992 y 4/1999—, al tener escaso reflejo en 
la normativa tributaria, habían propiciado un ahondamiento de las diferen-
cias entre ambos regímenes. Así las cosas, el legislador de 2003 aprovecha la 
promulgación de la LGT para operar una nueva adaptación del régimen de los 
procedimientos tributarios a los moldes generales. Pero con ello no se mejora 
en nada la seguridad jurídica de los administrados, al contrario de lo que 
afirma la exposición de motivos de la LGT. Una mejora sustancial en tal 
sentido sólo podía llevarse a cabo mediante la simple remisión a las normas 
generales sobre procedimiento, solución de la que, sin embargo, ha vuelto a 
huir el legislador tributario. A nuestro entender, visto que siguen conviviendo 
en el ordenamiento dos bloques normativos autónomos, reguladores respec- 
10 Véase, en este sentido, el expositivo 1. 
  
Antonio M. Cubero Truyo y Florián García Berro 
 
Crónica Jurídica Hispalense/Derecho Financiero y Tributario 
 
149 148 
   
    
      
tivamente del procedimiento general y de los procedimientos específicos en 
materia tributaria, la similitud de contenido entre ambos acaso introduzca 
más bien un elemento de incertidumbre para el futuro. Pues, en efecto, dado 
que el ordenamiento tributario aspira a contener una regulación acabada del 
procedimiento aplicable en dicho sector de la actividad administrativa, 
cualquier modificación futura en el ordenamiento general engendrará incer-
tidumbre acerca de sus posibles efectos en materia tributaria, sobre todo 
cuando no exista —y no se explicite tampoco por el legislador— una clara 
justificación para la coexistencia de reglas divergentes en ambas parcelas 
normativas. 
1.2.7. Plazos de resolución de los procedimientos tributarios y 
efectos de su incumplimiento 
La nueva LGT ha acometido una regulación sistemática de los plazos de 
resolución de los procedimientos tributarios, avanzando en la tarea iniciada 
a tal efecto por la Ley 1/1998, de Derechos y Garantías de los Contribuyentes. 
En este sentido, se conservan en líneas generales los plazos establecidos por 
esta última ley, estableciéndose un plazo de resolución máximo de seis meses 
para todos aquellos procedimientos de aplicación de los tributos cuya 
normativa específica no establezca otro distinto (art. 104.1). Dicho plazo 
máximo de seis meses operará en todo caso, lo que quiere decir en realidad 
simplemente que las normas reglamentarias no podrán establecer una 
duración más amplia. Sí se admite en cambio de modo expreso la obvia 
posibilidad de que sean disposiciones de rango legal o de procedencia 
comunitaria las que fijen plazos de resolución superiores a seis meses. El 
procedimiento de apremio sigue declarándose, no obstante, libre de plazo 
máximo (art. 104.1, 2° párrafo). Por otra parte, para el procedimiento de 
inspección es la propia LGT la que mantiene un plazo de duración más amplio 
de 12 meses, ampliable por hasta otros 12 en los supuestos previstos por el 
art. 150.1 —que las actuaciones revistan especial complejidad o durante las 
mismas se descubra la existencia de actividades económicas ocultas—. 
Finalmente, la ley dispone con carácter general que para el cómputo de los 
referidos plazos no se tengan en cuenta los períodos de interrupción 
justificada y las dilaciones en el procedimiento no imputables a la Adminis-
tración (104.2, 2° párrafo). 
Fuera del ámbito estricto de los procedimientos de aplicación de los 
tributos, el art. 211.2 establece un plazo de 6 meses para el procedimiento 
sancionador, y en el Título V se fijan plazos de resolución diversos para los 
distintos procedimientos revisores. Novedoso en relación con estos últimos es 
el señalamiento de un plazo máximo de un año para resolver el procedimiento 
de nulidad (art. 217.6), cuya duración no quedaba limitada de modo expreso 
hasta ahora, si bien siempre entendimos que había de someterse al plazo 
general de seis meses fijado en la Ley 1/1998 para la generalidad de los 
procedimientos de gestión. Y asimismo nueva es la existencia de procedi- 
mientos de impugnación en vía económico-administrativa sometidos a un 
plazo de resolución de seis meses (247.6), considerablemente reducido en 
relación con el de un año aplicable con carácter general en la citada vía. 
Por cuanto respecta a los efectos que se derivan de la falta de resolución 
administrativa dentro de los plazos señalados, la nueva LGT ha tratado de 
sistematizar la regulación aplicable, basándose en la solución general de la 
Ley 30/1992, de procedimiento administrativo común. Así, en virtud del art. 
104.3 LGT, en los procedimientos tributarios iniciados a instancia de los 
interesados, la ausencia de resolución en plazo produce los efectos que 
vengan establecidos en la normativa de cada procedimiento. Sólo en defecto 
de regulación específica, las consecuencias serán las fijadas con carácter 
general en el citado precepto: se considerarán estimadas las pretensiones de 
los interesados, salvo en los procedimientos en que se ejercite el derecho de 
petición del art. 29 CE y en los de impugnación de actos y disposiciones, cuya 
falta de resolución en plazo determinará la desestimación presunta. Como se 
ve, la normativa tributaria sigue en este punto el régimen administrativo 
general, si bien con alguna diferencia significativa, como por ejemplo la 
admisión de que la regla general del silencio estimatorio se modifique para 
cada procedimiento por sus normas específicas, no siendo necesario para ello 
que éstas tengan rango de ley. 
En relación con los procedimientos iniciados de oficio, también la nueva 
ley prevé unos efectos generales que se encuentran en la línea de lo previsto 
en la Ley 30/1992 (art. 104.4 LGT). Así, en la hipótesis de que el procedimien-
to sea susceptible de producir efectos favorables, su falta de resolución 
tempestiva permitirá al obligado tributario considerar desestimados dichos 
efectos. En el caso más normal de procedimientos susceptibles de culminar 
en actos desfavorables o de gravamen, la no resolución en plazo determinará 
su caducidad. No obstante, también en relación con este tipo de procedimien-
tos podrá la normativa específica —incluso de rango reglamentario— modifi-
car los efectos previstos con carácter general en la ley. 
A propósito de la caducidad de los procedimientos iniciados de oficio, debe 
hacerse notar que el mencionado efecto queda excluido de modo expreso por 
la LGT en relación con el procedimiento inspector (art. 150.2), por lo que 
tendrá una especial aplicación en los procedimientos orientados a liquidar el 
tributo en el ámbito de la gestión tributaria. A nuestro juicio, sin embargo, 
la caducidad en estos casos no aporta ninguna mejora a la situación jurídica 
del obligado tributario. Para proteger la posición de éste basta con despojar 
al acto de iniciación del procedimiento no resuelto en plazo de su virtud 
interruptora de la prescripción, considerándose espontáneos a partir de 
entonces los ingresos realizados y dejando de devengarse intereses de demora 
—efectos todos ellos que ahora aparecen vinculados a la caducidad del 
procedimiento, pero no tendrían por qué estarlo—. Sin embargo, el efecto 
más típico de la caducidad, esto es, la imposibilidad de continuar el 
procedimiento, no se justifica en estos casos desde ningún punto de vista. 
Como bien es sabido, la caducidad no impedirá a la Administración iniciar un 
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nuevo procedimiento para hacer efectiva la obligación tributaria correspon-
diente —a diferencia de lo previsto para el procedimiento sancionador, en 
virtud del art. 211.4 in fine—, razón por la cual este aspecto de la caducidad 
generará todo lo más una duplicación de trámites, con la consiguiente 
incomodidad para el interesado. Al menos, eso sí, se declara la validez de las 
actuaciones y pruebas ya desarrolladas en el seno de otros procedimientos 
que se abran con posterioridad (art. 104.5, tercer párrafo). 
1.2.8. Nueva clasificación de los procedimientos de gestión tributaria 
La LGT establece una nueva clasificación de los procedimientos tributa-
rios. Ya se ha visto que su Título III se ocupa de regular los ahora llamados 
procedimientos de aplicación de los tributos, entre los que se incluyen, junto 
a todos los de gestión tributaria, los procedimientos de inspección y de 
recaudación. Por su parte, el Título IV establece el régimen del procedimiento 
sancionador, mientras que el Título V se ocupa de regular los procedimientos 
revisores, tanto los de carácter especial —nulidad, lesividad, devolución de 
ingresos indebidos, rectificación de errores de hecho o revocación— como los 
ordinarios de recurso, ya sea de reposición o de reclamaciones económico-
administrativas. 
Por lo que se refiere en concreto al ámbito de la gestión tributaria, esta 
nueva sistematización viene acompañada de una tipificación, así como de una 
regulación específica, de todos los procedimientos que tienen como horizonte 
la práctica de una liquidación tributaria. En realidad, sin embargo, se 
configuran como procedimientos autónomos lo que no son sino distintas fases 
de la actividad comprobatoria de la Administración. Se distingue, de esta 
forma, dentro de la gestión tributaria, entre procedimiento de devolución —
cuyas actuaciones se limitan a la devolución propiamente dicha derivada de 
una autoliquidación, solicitud o comunicación de datos—, de declaración —
donde puede enmarcarse a su vez una fase de verificación de datos o de 
comprobación de valores—, de verificación de datos —que tiene por objeto 
la revisión de las operaciones de liquidación efectuadas por el declarante, así 
como el cotejo de los datos declarados con la información ya obrante en poder 
de la Administración—, de comprobación de valores —coincidente con el 
trámite tradicionalmente así llamado— y de comprobación limitada —en el 
que la Administración, además de utilizar la información de la que ya dispone 
y los datos declarados por el obligado tributario, puede requerir a éste y a 
terceros para que aporten cierta información adicional—. Lo más destacable 
de todo ello quizá sea la distinción de dos modalidades dentro de lo que hasta 
ahora viene denominándose procedimiento de comprobación abreviada (art. 
123 LGT de 1963): el procedimiento de verificación de datos y el procedimien-
to de comprobación limitada.  
1.2.9. Las nuevas actas con acuerdo 
Todavía dentro del Título III son varios los preceptos novedosos en el 
ámbito del procedimiento inspector. De entre todos ellos destaca la regula-
ción de una nueva modalidad de acta, denominada acta con acuerdo (art. 
155). Su finalidad es la reducción de la conflictividad derivada de las 
actuaciones de inspección, para lo cual las nuevas normas procuran ofrecer 
a los obligados tributarios los atractivos necesarios para que renuncien a su 
derecho a impugnar las liquidaciones y las sanciones derivadas del procedi-
miento inspector. 
La conclusión de un acta de esta naturaleza requiere, como premisa, que 
se plantee la necesidad de precisar determinados extremos relevantes para 
la liquidación. Puede tratarse de la concreción de un concepto jurídico 
indeterminado, o de la estimación, valoración o medición de datos, elemen-
tos o características de la obligación tributaria que no puedan cuantificarse 
de forma cierta, o bien, finalmente, referirse a la apreciación de los hechos 
determinantes para la correcta aplicación de la norma al caso concreto (art. 
155.1). El primer problema de esta modalidad de acta radica, como se ve, en 
la amplitud con que la LGT delimita el presupuesto para su utilización, lo que 
permite que sea la Administración la que decida con un importante margen 
de discrecionalidad cuándo puede hacerse uso de este instrumento. Desde 
luego, debe descartarse radicalmente que el obligado tributario goce de un 
supuesto «derecho al acuerdo»". Desde el lado de la Administración, la 
celebración del acta con acuerdo debe venir autorizada por el inspector-jefe 
—de modo que no podrá ser cada actuario por su cuenta quien tome la decisión 
sobre el particular— [art. 155.3.a)]. La suscripción del acta con acuerdo 
determina una reducción automática de la sanción aplicable en un 50 por 100 
[art. 155.2.c) en relación con el 188.1]. 
En cuanto a los requisitos para que pueda formalizarse un acta con 
acuerdo, aparte de la ya reseñada autorización del órgano competente para 
liquidar —que habrá de ser previa o simultánea al momento de la suscripción-
, se exige que el obligado tributario constituya un depósito o aval, o aporte 
certificado de seguro de caución, para garantizar el cobro de la deuda 
tributaria y de la sanción derivadas del acta [art. 155.3.b)]. El interesado ha 
de prestar asimismo su conformidad a las propuestas de regularización y de 
sanción [art. 155.2.d)], así como renunciar a la tramitación separada del 
procedimiento sancionador [art. 155.2.c)]. La liquidación y la sanción 
derivadas del acta se entienden producidas de forma tácita en los términos 
11 En tal sentido señala J. J. FERREIRO LAPATZA que el contribuyente no podrá, ni siquiera 
alegando cierta incertidumbre, «imponer, de forma unilateral, su voluntad. El acuerdo es cosa de dos. 
No existe, ni la L.G.T. reconoce, un derecho al acuerdo>, [Curso de Derecho Financiero Español, 
volumen II, 23a ed., Marcial Pons. Madrid, 2004, pág. 191]. 
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del acuerdo a los diez días de celebrado éste, y su ingreso habrá de realizarse 
de modo inmediato (art. 155.5), perdiendo el interesado en caso contrario la 
reducción del 50 por 100 de la sanción. Finalmente, la firma del acuerdo 
implica la renuncia irrevocable del interesado a impugnar por cualquier cauce 
la liquidación y la sanción derivadas del acta (art. 155.6). Es decir, a 
diferencia de lo que viene sucediendo de ordinario con la prestación de 
conformidad, que no impide impugnar la sanción e incluso la liquidación —
aunque sea perdiendo el beneficio de la reducción aplicable—, la suscripción 
del acta con acuerdo elimina de raíz dicha posibilidad. No cabe por tanto que 
el interesado se retracte a posteriori de la conformidad prestada, ni siquiera 
renunciando a la reducción automática de la sanción. Sólo la existencia de 
vicios en el consentimiento al celebrarse el acuerdo podría sustentar un 
eventual recurso en vía contencioso-administrativa. Fuera de ese caso, su 
revisión únicamente podría llegar a producirse a través del procedimiento 
administrativo especial en caso de nulidad. 
La regulación que brevemente queda descrita plantea grandes interrogantes. 
En primer lugar, por lo que se refiere a los efectos reales que producirá la 
utilización de las actas con acuerdo. Queda ver si, como se pretende, 
constituirán un instrumento eficaz contra la conflictividad. En segundo 
término, por los reparos que a nuestro modo de ver suscita este nuevo régimen 
legal desde el punto de vista jurídico-constitucional. Consideramos, por una 
parte, que no plantea inconveniente alguno el que la celebración del acuerdo 
suponga una renuncia irrevocable a impugnar. En realidad, si el acuerdo es 
fruto de la libre decisión del obligado tributario no hallamos para ello ninguna 
objeción razonable. Tampoco nos parece rechazable en sí mismo que la 
decisión de no impugnar haya de tomarse en el momento de celebrar el 
acuerdo, sin esperar por tanto al transcurso de los plazos ordinarios de 
recurso. Con carácter previo a la suscripción del acta el interesado habrá 
tenido tiempo suficiente para meditar su postura al respecto. Estos dos 
aspectos, que en sí mismos no parecen resultar problemáticos, se vuelven 
cuestionables sin embargo cuando se consideran en concurrencia con el 
efecto material más relevante del acta con acuerdo: la reducción de un 50 por 
100 de la sanción aplicable. Es aquí donde, igual que venía sucediendo ya con 
las actas de conformidad tradicionales —cuyo efecto reductor de la sanción 
se limita al 30 por 100—, la utilización de este instrumento legal puede 
implicar una presión excesiva para producir el allanamiento del interesado, 
en contra de su derecho constitucional a la tutela efectiva de los tribunales12. 
12  No puede ocultarse, sin embargo, que el FJ 7° de la STC 76/1990, utilizando un sostén 
argumental más que discutible, declaró hace tiempo admisible constitucionalmente la regulación 
precedente, que establecía un mecanismo de rebaja de la sanción muy similar al actual, consistente 
en una reducción de 50 puntos porcentuales en caso de actas de conformidad. 
1.2.10. Novedades en el régimen sancionador tributario 
Como antes se dijo, la nueva ley dedica el Título IV a regular la potestad 
sancionadora. En esta materia, la LGT ha establecido como novedad, 
primeramente, una remisión expresa a los principios formulados en la ley 30/ 
1992, reguladora del procedimiento administrativo común13. Es cierto que ya 
anteriormente dichos principios venían siendo declarados aplicables por los 
tribunales para la imposición de sanciones tributarias en gran cantidad de 
casos, pues no en vano todos ellos tienen un anclaje más o menos inmediato 
en el texto constitucional. Pero el reconocimiento explícito de su eficacia 
directa en el ámbito sancionador tributario despeja ya toda posible duda al 
respecto. También adopta la LGT la clasificación tripartita de las infracciones 
prevista en la ley 30/1992, de modo que en lugar de simples o graves, las 
infracciones tributarias serán ahora leves, graves o muy graves. El hecho en 
sí no parece tener de todos modos mayor trascendencia desde el punto de 
vista de los contribuyentes. 
Más relevancia puede tener la nueva tipificación de las infracciones. En 
este punto la nueva regulación legal es extremadamente minuciosa en la 
descripción de las conductas punibles, lo que puede reportar un beneficio 
para la seguridad jurídica de los obligados tributarios, que tienen así un 
conocimiento bastante fiel de los supuestos en que su comportamiento puede 
ser constitutivo de infracción. La mejora en este sentido se nota en especial 
en relación con los tipos de las hasta ahora denominadas infracciones simples, 
los cuales aparecían definidos en la LGT de 1963 de un modo excesivamente 
genérico. Más criticable resulta la falta de criterio que el legislador pone de 
manifiesto para clasificar los distintos tipos de infracción, cuya adscripción 
a cada una de las tres categorías existentes, en función de su supuesta 
gravedad, incurre en constantes contradicciones. 
Por lo que se refiere al procedimiento para imponer sanciones tributarias, 
son diversas las novedades contenidas en la nueva ley. Así, en primer lugar, 
se contempla la posibilidad de que el obligado tributario renuncie a la 
tramitación separada del expediente sancionador respecto del procedimien-
to de comprobación del que traiga causa (art. 208). Dicha renuncia dará lugar 
a la tramitación conjunta de ambos procedimientos, que culminarán así en 
una doble resolución: liquidadora y sancionadora (art. 208.1). Se confirma así 
la marcha atrás del legislador en relación con la separación del procedimiento 
sancionador, que se había iniciado ya bajo la regulación anterior con la 
introducción del llamado procedimiento sancionador abreviado. No obstante, 
como es obvio, cualquier interesado podrá exigir que se tramite un expedien-
te sancionador separado, pues la renuncia al mismo tiene lógicamente 
13 F. PÉREZ ROYO habla de una quasi-remisión a la ley 30/1992 en este punto, sin duda para 
significar el reconocimiento de las especialidades en materia tributaria a que alude el art. 178 LGT 
[Derecho Financiero y Tributario. Parte general, 13a ed. Civitas. Madrid, 2003, pág. 346]. 
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carácter voluntario —matizadamente voluntario no obstante en el caso de las 
actas con acuerdo—. 
Para aquellos supuestos en los que el procedimiento sancionador se 
tramite de forma separada, se mantiene por el art. 209.2 de la nueva LGT la 
previsión introducida en el texto de la LGT de 1963 por la ley de acompaña-
miento a los Presupuestos Generales del Estado de 2003. En su virtud, una vez 
notificada la liquidación que da lugar a la apreciación de una posible 
infracción tributaria, el procedimiento para sancionar no podrá iniciarse una 
vez transcurridos tres meses. 
Finalmente, entre las novedades más destacables en este ámbito, debe 
señalarse el reconocimiento expreso de no exigibilidad de intereses de 
demora sobre el importe de las sanciones que, por haber sido objeto de 
impugnación, queden automáticamente suspendidas (art. 212.3). 
1.2.11. Novedades en los procedimientos de revisión 
Cerramos este repaso de novedades mencionando los cambios más relevantes 
en el ámbito de los procedimientos de revisión. En esta materia sobresale, en 
primer lugar, el acercamiento que se produce en la regulación de los procedi-
mientos especiales al régimen administrativo general. Un ejemplo significativo 
de este hecho es la sistematización de los preceptos reguladores con arreglo a 
la clasificación de la ley 30/1992. Respecto al régimen vigente hasta ahora en 
la esfera tributaria, esta nueva ordenación tiene como consecuencia la prohibi-
ción de que sean anulados de oficio en perjuicio de los interesados los actos 
tributarios dictados por la Administración —la LGT de 1963 contemplaba esta 
posibilidad en caso de infracción manifiesta de ley o aparición de nuevos 
elementos probatorios—. La anulación sólo podrá tener lugar, en consecuencia, 
mediante declaración de lesividad y posterior impugnación ante los tribunales 
para obtener la oportuna resolución judicial en tal sentido. En cuanto a la 
revocación de actos en beneficio de los obligados tributarios, la nueva LGT 
recoge expresamente esta posibilidad que, no obstante, ya venía siendo 
practicada con arreglo al régimen administrativo general. 
Por lo que se refiere a la regulación de los recursos administrativos, se 
produce una ampliación generalizada de sus plazos de interposición, de 15 días 
a un mes. Empeora sin embargo el tratamiento de los plazos de impugnación 
contra desestimaciones presuntas de recursos y solicitudes, pues se establece de 
forma explícita su cómputo a partir del día siguiente a la terminación del plazo 
de resolución. Consideramos no obstante que la medida exige una interpretación 
correctora de los tribunales, que deben admitir con cierta generosidad la 
impugnación supuestamente extemporánea de desestimaciones presuntas, en 
aras del principio de tutela judicial efectiva". 
14 No ha de olvidarse que la STC 6/1986, de 21 de enero, declaró de forma concluyente que no 
puede computarse el plazo para impugnar la desestimación presunta de un recurso de la misma forma 
que si hubiese mediado un pronunciamiento expreso con todos los requisitos legales [FJ 3° c)]. 
Por otra parte, en el ámbito estricto de las reclamaciones económico-
administrativas, entre los diversos cambios introducidos por la nueva ley, 
merece ser destacada la regulación de un procedimiento abreviado ante 
órganos unipersonales, cuyo plazo de resolución queda fijado en seis meses, 
plazo notablemente más corto que el de un año establecido con carácter 
general (art. 247.3). Dos observaciones merece sin embargo esta norma. La 
primera, que para algunos de los supuestos en los que se contempla esta 
tramitación abreviada no parece justificada ni siquiera la obligatoriedad del 
recurso administrativo previo, por lo que en relación con ellos debería quedar 
abierta de modo inmediato la vía judicial. Así sucede a nuestro juicio por 
ejemplo con aquellos casos en los que el único fundamento de la impugnación 
es la ilegalidad o la inconstitucionalidad de la norma aplicada [art. 245.1.b)], 
hipótesis en la cual el órgano económico-administrativo carece de capacidad 
para resolver sobre el defecto imputado al acto administrativo. En segundo 
lugar, está por ver que la reducción de plazos resuelva por sí sola el problema 
de premiosidad que aqueja a la vía económico-administrativa, si no va 
acompañada de un incremento de los medios materiales y humanos destina-
dos a esta función revisora. 
Finalmente, la nueva LGT contiene una serie de medidas, encuadradas en 
el régimen de las reclamaciones económico-adminstrativas, tendentes a 
homogeneizar los criterios seguidos por la Administración para la aplicación 
de las normas tributarias, lo que puede redundar en beneficio de la seguridad 
jurídica. En esta línea se encuentra el art. 239.7, que establece la vinculación 
de toda la Administración tributaria a la doctrina reiterada del TEAC, así como 
el artículo 243, que añade, al tradicional recurso extraordinario de alzada 
para la unificación de criterio (art. 242), el llamado recurso extraordinario de 
alzada para la unificación de doctrina, que puede interponer el director 
general de tributos cuando esté en desacuerdo con las resoluciones del TEAC, 
y para cuya resolución se crea por la ley la llamada Sala Especial para la 
Unificación de Doctrina. 
2. LA LEY DE PRESUPUESTOS GENERALES DEL ESTADO COMO UNA 
LEY CON CONTENIDO LIMITADO POR SU FUNCIÓN CONSTITU-
CIONAL ESPECÍFICA 
Además de la flamante Ley General Tributaria, ha habido más cambios en 
el ordenamiento fiscal, cambios que han llegado, como siempre, al final del 
año, de la mano del Presupuesto. 
En la elaboración de nuestro texto constitucional, al configurar la institu-
ción presupuestaria, no resultó fácil acordar cuáles debían ser las facultades 
de intervención de la Ley de Presupuestos en materia tributaria. Se dudaba 
entre favorecer la flexibilidad del sistema tributario dotando al ejecutivo de 
instrumentos adecuados para la reforma al servicio de una política económica 
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congruente, o salvaguardar la buena ordenación de la Hacienda Pública 
impidiendo la utilización del Presupuesto para alterar la regulación de los 
ingresos públicos. Se llegó a una cierta solución de compromiso en el artículo 
134.7. «La Ley de Presupuestos no puede crear tributos. Podrá modificarlos 
cuando una ley tributaria sustantiva así lo prevea». 
El Tribunal Constitucional ha contribuido a perfilar esta solución formulan-
do otros límites que no aparecen recogidos explícitamente en el precepto 
mencionado, pero que se deducen de las alusiones constitucionales al 
Presupuesto (el desdoblamiento de las potestades legislativas general y 
presupuestaria en el artículo 66.2 y la definición del contenido concreto de 
la Ley de Presupuestos en el artículo 134.2). 
Así, las sentencias 76/1992, de 14 de mayo, y 195/1994, de 28 de junio, 
dejaron sentado con rotundidad el veto a la Ley de Presupuestos para 
intervenir en la regulación del llamado Derecho codificado (las normas 
generales del régimen jurídico aplicable a todos los tributos), normas estas 
que por su «vocación de incorporarse de manera estable o permanente» al 
ordenamiento jurídico, en ningún caso está justificada su aparición en el 
Presupuesto; no puede entenderse que tengan relación directa con los gastos 
e ingresos que lo integran ni que representen un complemento necesario de 
la política económico-presupuestaria del Gobierno. Siendo así, la Ley General 
Tributaria queda al abrigo de cualquier intento de reforma a través de la Ley 
de Presupuestos15, lo cual significa un apoyo a su perdurabilidad. Es impor-
tante subrayar, a propósito de la deseable estabilidad normativa, que en la 
citada jurisprudencia constitucional sobre el contenido de la Ley de Presu-
puestos ha jugado un papel central la defensa del principio de seguridad 
jurídica, «la certeza del Derecho que exige que una ley de contenido 
constitucionalmente definido, como es la Ley de Presupuestos Generales, no 
contenga más disposiciones que las que corresponde a su función constitucio-
nal» 
2.1. La confusión entre la habilitación para «modificar» tributos 
y la delegación legislativa 
¿Qué rol juega en la actualidad la Ley de Presupuestos por lo que respecta 
al ordenamiento tributario? Si examinamos las normas tributarias presentes 
en la Ley 61/2003, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2004, similares a las que vienen siendo incluidas en los últimos 
años, detectamos que la mayoría no se dedican a «modificar» en sentido 
estricto normas tributarias preexistentes, sino a desarrollar elementos no 
15 Aunque también hay alguna llamada a la Ley de Presupuestos en la Ley General Tributaria (a 
los efectos de la determinación del interés de demora, que para el año 2004 se sitúa en el 4,75 por 
100). 
culminados por las leyes tributarias sustantivas, y ello constituye, a nuestro 
juicio y por mucha autorización con la que se cuente, una flagrante desviación 
de los designios constitucionales. En efecto, el artículo 134.7 lo que prevé es 
la habilitación a la Ley de Presupuestos para modificar normas tributarias, 
pero no para desarrollarlas, en un reparto de funciones que se nos antoja 
irregular. La remisión para la regulación de ciertos aspectos que la ley no llega 
a completar, es lo propio de la delegación legislativa, bien mediante un 
decreto legislativo (texto articulado), bien mediante un simple reglamento. 
Pero no cabe endosar esas labores de complementariedad a la Ley de 
Presupuestos. 
Verbigracia: cuando la Ley 40/1998 transformó el régimen de incentivos 
a la adquisición de vivienda, decidió preservar las ventajas anteriores en caso 
de que fueran superiores a las nuevas, mediante una disposición transitoria. 
Pero, en vez de regular enteramente el régimen transitorio, confió la 
responsabilidad de cierre a la Ley de Presupuestos: -La Ley de Presupuestos 
Generales del Estado determinará el procedimiento y las condiciones para la 
percepción de compensaciones económicas en los siguientes supuestos [...]». 
Eso no es una habilitación para la modificación en los términos del artículo 
134.7 sino una delegación a normas secundarias en toda regla. La Ley de 
Presupuestos no puede asumir una función reglamentista. Es cierto que en 
nuestro sistema jurídico no existe un ámbito de reserva reglamentaria, mas 
no lo hay respecto de la ley, pero cuando se trata de una ley singular como 
la que nos ocupa hay que ser especialmente escrupulosos. ¿Corresponde a la 
función constitucional específica de la Ley de Presupuestos detallar el 
procedimiento y las condiciones de la compensación? Obviamente, no. El 
contenido del precepto presupuestario es absolutamente impropio del vehí-
culo utilizado; no modifica nada sino que se limita a desarrollar siguiendo las 
pautas de la ley habilitadora; consiste en una simple exposición de las 
operaciones técnicas que se derivan de manera lógica e inexorable de las 
instrucciones genéricas de la disposición transitoria de la Ley. No tiene 
sentido que llevemos seis años repitiendo en las sucesivas Leyes de Presupues-
tos la misma norma (y es la misma porque no puede ser de otra forma, dadas 
las indicaciones de la norma legal habilitadora), en lugar de tener su sede 
natural en el ordenamiento sustantivo. Decimos que no tiene sentido, ...salvo 
que pensemos que la invocación a la Ley de Presupuestos encierra otro 
significado más profundo: dejar en manos de esta ley anual la decisión política 
sobre si la compensación va a seguir o no concediéndose cada año. Lo cual 
supondría admitir que la norma tributaria necesita la ratificación o la 
convalidación periódica en el debate presupuestario, resucitando la vigencia 
del principio de legalidad financiera aplicado no sólo a los gastos públicos sino 
también a los tributos. 
Aún más tangible nos parece el reproche formulado cuando se trata de una 
tasa, porque el alcance del principio de reserva de ley es mucho menos 
exigente en esta clase de tributos (debido a su carácter sinalagmático) y 
  
Antonio M. Cubero Truyo y Florián García Berro 
 
Crónica Jurídica Hispalense/Derecho Financiero y Tributario 
 
159 158 
   
      
especialmente flexible a la hora de la cuantificación16. De ahí que nos parezca 
absurdo que la Ley General de Telecomunicaciones, que es la ley de creación 
de la tasa por reserva del dominio público radioeléctrico (ley aprobada sólo 
un mes antes que la Ley de Presupuestos que estamos examinando), cuando 
ya ha dado una serie de detalladas instrucciones sobre la metodología que hay 
que seguir para calcular el importe de la tasa (en el artículo 49 y en el apartado 
3 del anexo I), decida que «la cuantificación de los parámetros anteriores se 
determinará por Ley de Presupuestos Generales del Estado». Ese último paso, 
por su componente técnico especializado y por lo prolijo de la exposición (12 
páginas del BOE dedicadas a fórmulas polinómicas, anchos de banda, frecuen-
cias, sistemas TFTS, número de URR, servicios punto a multipunto...), podía 
haberse remitido a la normativa reglamentaria (o a un texto articulado —como 
se hace con las tarifas del Impuesto sobre Actividades Económicas— si se 
quiere extremar el celo en el cumplimiento del principio de legalidad), en vez 
de encomendar a la Ley de Presupuestos una función absolutamente impro-
pia. 
Pero queremos insistir en cómo debe entenderse el concepto de «modifi-
cación» del artículo 134.7, porque creemos que la Constitución exige a todas 
luces que las leyes tributarias sustantivas primero regulen per se y después 
autoricen para modificar lo regulado; nunca dejar un vacío de legalidad 
sustantiva autorizando para rellenarlo. En esta ocasión creemos que la 
interpretación literal del verbo «modificar» empleado por el artículo 134.7 
resulta absolutamente elocuente. Utilicemos el ejemplo extremo de la escala 
del IRPF. La Ley del IRPF establece la tarifa, como es lógico, sin perjuicio de 
autorizar a la Ley de Presupuestos para la modificación de la misma. No 
resultaría admisible que la Ley del IRPF, en el artículo dedicado a la tarifa, 
se abstuviera de regularla encargándolo a la Ley de Presupuestos, porque esa 
fijación de la escala y los tipos participa en buena medida del acto de creación 
o configuración ex novo del tributo, que justamente está prohibido por la 
Constitución a la Ley de Presupuestos. Está claro que lo que se puede es 
habilitar la modificación de una norma legal dada, mas no delegar en la Ley 
de Presupuestos los contenidos básicos del tributo, que han de venir regulados 
inicialmente por su propia ley. Pues bien, en el Impuesto sobre Sociedades 
encontramos este funcionamiento anómalo. «La cuantía del pago fraccionado 
será el resultado de aplicar a las bases previstas en los dos apartados 
anteriores el porcentaje que se establezca en la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado». Ese no es el proceder correcto. La regulación 
sustantiva del Impuesto sobre Sociedades ha de establecer de manera directa 
el porcentaje aplicable y autorizar a partir de ahí a la Ley de Presupuestos 
16 CUBERO TRUYO, Antonio M.: La doble relatividad de la reserva de ley en materia tributaria. 
Doctrina constitucional. Civitas. Revista Española de Derecho Financiero, núm. 109/110 (2001), págs. 
217 a 263. 
para su eventual modificación, pero nunca desplazar la función reguladora 
original a un instrumento sólo capacitado constitucionalmente para reformar 
lo ya regulado. La sinrazón se hace si cabe más patente cuando constatamos 
que el porcentaje de pago fraccionado fijado ha sido todos los años el mismo, 
revelándose superflua la intervención continua de la Ley de Presupuestos, a 
la que podría haberse librado de este cometido meramente ratificador. 
Podría pensarse que la dejación de funciones por parte de las leyes 
tributarias mediante la delegación directa a la Ley de Presupuestos sí está 
fundada en aquellos supuestos en los que recae una necesidad objetiva de 
actualización anual. Incluso así, nos resistimos a justificar la ausencia de 
normación sustantiva. Esa línea argumental supondría admitir que cualquier 
referencia a cuantías (a unidades monetarias que, por definición, van 
quedando anticuadas) puede ser evitada por la ley del tributo remitiendo su 
fijación a las Leyes anuales de Presupuestos. Nos parece evidente, por el 
contrario, que las leyes de los impuestos deben empezar estableciendo tales 
datos, a sabiendas de que están condenados a la revisión. La conveniente 
adaptación por parte de la Ley de Presupuestos presupone la existencia de 
una regla preexistente que ha debido tener su origen natural 
extrapresupuestario. Si acaso, la única excepción lógica que apuntamos sería 
la de aquellas prescripciones que incorporan una referencia temporal o 
cronológica completa, cuya mención en la ley tributaria supondría una 
confesión de alcance temporal limitado, en concreto, las tablas de actuali-
zación de los valores de adquisición para el cálculo de las ganancias 
patrimoniales en función del año de adquisición. Estas normas quedarían 
sistemáticamente desfasadas o incompletas porque en el momento de la 
elaboración de la ley no tiene sentido la actualización de lo presente y mucho 
menos de lo futuro (la ley no puede incluir cautelarmente los coeficientes de 
actualización para las adquisiciones de los años venideros, para que después 
puedan ser modificados). Entonces sí sería posible autorizar (como se hace en 
el IRPF y en el Impuesto sobre Sociedades) a la Ley de Presupuestos para 
establecer los coeficientes de actualización sin necesidad de que aparezca en 
la ley sustantiva la primera tabla. Pero en otros casos y con carácter general, 
el concepto de modificación demanda de la presencia inicial de la norma 
susceptible de ser modificada. 
2.2. La mera adaptación del tributo a la realidad 
El Tribunal Constitucional sostuvo hace años que la actualización del 
tributo no llega a suponer una verdadera «modificación» y, por ende, puede 
efectuarse en la Ley de Presupuestos sin necesidad de cumplir el requisito de 
la habilitación previa. Según la sentencia 27/1981, de 20 de julio, el artículo 
134.7, «en todo caso, no obsta a un tratamiento en la Ley presupuestaria de 
mera adaptación del tributo a la realidad». Esta interpretación descuida, a 
nuestro juicio, un detalle importante: que la previsión en ley tributaria 
sustantiva que demanda la Constitución no sólo desempeña el papel de 
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permiso, de autorización, sino, a la vez, de aviso a los destinatarios de la 
posibilidad de reforma en el texto presupuestario. Esta señal, esta adverten-
cia, resulta fundamental desde la perspectiva de la seguridad jurídica y la 
certeza del Derecho. Por eso no creemos que quepa abrir la puerta a 
modificaciones sobre las que no existe el preaviso, que deben dejarse para 
la legislación ordinaria. Precisamente, las leyes propias de cada tributo 
autorizan a la Ley de Presupuestos para modificar aquellos aspectos en los que 
se supone que será necesaria la adecuación a la realidad cambiante. 
Parámetros cuantitativos, incentivos fiscales, transposición de las Directivas 
comunitarias..., esas son las habilitaciones usuales, que se formulan expresa-
mente, y que, de asumirse la tesis del Constitucional, resultarían superfluas. 
A mayor abundamiento, la actualización espontánea del ordenamiento 
tributario por parte de la Ley de Presupuestos podría admitirse si se tratara 
de una operación automática, consustancial o «de oficio». Pero, muy al 
contrario, no se produce una puesta al día sistemática de las disposiciones 
tributarias, ni siquiera en los casos en los que sí se cuenta con la debida 
autorización por las leyes tributarias sustantivas. O sea, la adecuación del 
tributo a la realidad no deja de ser una actuación contingente y de ahí que 
la hipótesis de su presencia en la Ley de Presupuestos deba ponerse de 
manifiesto en las leyes tributarias. 
En esta línea, podemos comprobar cómo la Ley 61/2003, de Presupuestos 
Generales del Estado no lleva a cabo lo que podríamos calificar de «natural» 
deflactación de la tarifa del IRPF (ni mucho menos la adecuación a la inflación 
de los mínimos personales y familiares y demás reducciones), lo cual encierra 
una subida encubierta del tributo (a igual capacidad económica en términos 
monetarios actualizados, corresponde un gravamen mayor). Como ya señalá-
bamos en estas mismas páginas el curso pasado, se van alternando los años 
de estas subidas veladas con otros de rebajas a todo bombo. 
Por supuesto, sí hay casos en los que la Ley 61/2003 demuestra un mayor 
rigor y eficiencia adaptando el tributo a la realidad. Aquellos en los que 
actualizar significa elevar la recaudación, como el importe de las tasas o los 
valores catastrales (en ambos casos, se ordena la aplicación del coeficiente 
multiplicador 1,02). 
A propósito de adaptaciones a la depreciación monetaria, en el año 2003 
la actualización más importante no se ha producido en la Ley de Presupuestos 
sino en la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre, por la que se modifica 
la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código penal. La reforma, 
cuya entrada en vigor se aplaza al 1 de octubre de 2004, aporta los siguientes 
cambios en los delitos contra la Hacienda Pública: 
- La frontera para la existencia de delito fiscal pasa a situarse en 120.000 
euros frente a los anteriores quince millones de pesetas (elevación 
considerable, a pesar de que la Exposición de motivos sólo habla en 
general de «la sustitución de las denominaciones en pesetas por 
euros»). 
En cuanto al fraude de subvenciones, los diez millones de pesetas se 
sustituyen por 80.000 euros. 
Y en el delito contable, la cuantía requerida es de 240.000 euros, en 
lugar de treinta millones de pesetas (en este caso, además, la reforma 
afecta a la pena, que pasa a ser de prisión de cinco a siete meses). 
3. LA «LEY DE ACOMPAÑAMIENTO» O LEY DE MEDIDAS COMO 
FÓRMULA FRAUDULENTA PARA PROCEDER A LA REVISIÓN 
ANUAL DEL ORDENAMIENTO 
Tal y como recordábamos más arriba, la Ley de Presupuestos fue diseñada 
constitucionalmente como una ley de contenido limitado; en materia tributaria 
se le reconocen ciertas facultades reguladoras, pero sujetas a restricciones 
y condicionantes. Sin embargo, este equilibrio entre la libertad de acción y 
la prohibición absoluta nunca ha sido aceptado por el legislador (o por el 
Gobierno, que es el protagonista del impulso legislativo presupuestario). 
Primero se hizo un uso desbordado de las Leyes de Presupuestos y más tarde 
se reaccionó al ejercicio de control jurisprudencial con la creación de una 
fórmula fraudulenta: las denominadas «leyes de acompañamiento». 
3.1. Valoración de esta técnica legislativa 
La evaluación de esta práctica consolidada (el signo de los Gobiernos ha 
ido cambiando, pero todos incurren en el mismo vicio, olvidando sus propias 
descalificaciones vertidas desde la oposición) nos lleva a una conclusión de 
inconstitucionalidad. Por encima de la apariencia formal de ley ordinarias, al 
tramitarse la «ley de acompañamiento» de manera acompasada a la Ley de 
Presupuestos, se contagia de todas sus limitaciones procedimentales, restrin-
giendo los derechos de las minorías parlamentarias. El mero expediente 
técnico de desgajar artificiosamente ciertas disposiciones del texto presu-
puestario no puede servir para burlar las limitaciones constitucionales a su 
contenido' 7. 
Pero esta sede no resulta propicia para una crítica detenida y global, 
porque interesa centrarse en las novedades del ejercicio. Vamos, pues, a 
descender a comentarios concretos, subrayando al paso algunas contradiccio-
nes o disfunciones particulares en el uso de las «leyes de acompañamiento». 
17  CUBERO TRUYO, Antonio M.: Las Leyes de acompañamiento. Quincena Fiscal, núm. 9 (1997), 
págs. 9 a 18. 
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3.1.1. La bifurcación de las reformas. El discutible reparto de 
funciones entre la Ley de Presupuestos y la «ley de acompa- 
ñamiento» 
La «ley de acompañamiento» no ha desplazado por completo a la Ley de 
Presupuestos en las labores de reforma de la normativa tributaria, que se 
presentan como labores compartidas. ¿Existe algún criterio lógico para que 
las disposiciones aparezcan en una u otra ley? 
Atendiendo a la causa del nacimiento de la «ley de acompañamiento», 
el criterio distintivo se basaría en la existencia o no de habilitación en 
ley tributaria sustantiva. Es decir, quedaría para la ley de medidas lo 
vedado a la Ley de Presupuestos. En realidad, si se defiende la tesis (a 
nuestro juicio, abusiva) de que la «ley de acompañamiento» es una ley 
ordinaria, lo puede hacer todo. Y es evidente que la autorización a la 
Ley de Presupuestos no genera a favor de esta una suerte de reserva de 
las facultades reformadoras. ¿Por qué entonces no se aglutinan en la 
«ley de acompañamiento» todas las reformas para evitar en lo posible 
el menoscabo de la seguridad jurídica con la proliferación de reformas 
en textos diversos? En cualquier caso, parece que esta pauta clasifica-
toria (se asigna a la «ley de acompañamiento» lo prohibido y se reserva 
a la Ley de Presupuestos lo tolerado) se ha ido abandonando y en la Ley 
63/2003, de medidas, hallamos modificaciones para las que sí hay la 
oportuna previsión de reforma, por lo que podrían haber aparecido en 
la Ley 61/2003, de Presupuestos (en concreto, modificaciones de las 
deducciones de la cuota en el IRPF). 
El criterio al que se ha ido evolucionando es el de la vigencia anual o 
indefinida de las reformas. Esta es al menos la explicación que se 
apunta en la Exposición de motivos de la Ley 61/2003: «El Título VI 
incluye, únicamente, las disposiciones de vigencia anual a las que se 
remiten las leyes sustantivas de los diferentes tributos». Y ello nos 
parece aún más grave pues supone confundir la naturaleza de la Ley de 
Presupuestos, reabriendo un debate teórico ya caduco. La Ley de 
Presupuestos es, ciertamente, una ley singular, pero una auténtica ley. 
Como recuerda el Tribunal Constitucional en la sentencia 76/1992, de 
14 de mayo, «desde la primera sentencia en la que se abordó el tema 
de la Ley de Presupuestos, este Tribunal dio por sentado que se trata 
de una verdadera ley, considerando así superada la cuestión de su 
carácter formal o material de ley»; «los Presupuestos —en el sentido 
estricto de previsiones de ingresos y habilitaciones de gastos— y el 
articulado de la ley que los aprueba integran un todo, cuyo contenido 
adquiere fuerza de ley y es objeto idóneo de control de 
constitucionalidad». Además, la vigencia indefinida de las disposicio-
nes insertas en las «leyes de acompañamiento» (no todas, por cierto) 
en contraste con la anualidad de las leyes de presupuestos provoca 
ciertas consecuencias nocivas para la seguridad jurídica, puesto que, 
junto a aquellas modificaciones que se incorporan a los textos 
preexistentes, también se aprueban otras disposiciones con vigencia 
indefinida a las que no se encuentra acomodo en el resto de las leyes 
sustantivas, con lo cual las leyes de medidas tienen, al menos parcial-
mente, contenido autónomo que permanece en el ordenamiento (leyes 
con el mismo nombre cambiando sólo el número y el año). De hecho, 
todas las Leyes de medidas fiscales, administrativas y del orden social 
que han existido desde 1994 (ya en 1993 surgió la primera «ley de 
acompañamiento», pero se denominó Ley de medidas fiscales, de 
reforma del régimen jurídico de la función pública y de la protección 
por desempleo) no sólo conservan restos de vigencia sino que han sido 
objeto de modificación por parte de la Ley 63/2003, haciendo ostensi-
ble el efecto anticodificador del fenómeno de las «leyes de acompaña-
miento». 
En fin, la confluencia de ambos vehículos genera una absoluta disgregación 
en la ubicación de reformas simultáneas. A la combinación Ley de presupues-
tos—«ley de acompañamiento», unimos el dato de que la bifurcación vuelve 
a producirse en el seno de cada una de esas leyes, de manera que las normas 
tributarias se distribuyen bien en el articulado, bien en las disposiciones 
adicionales, transitorias o finales (cuando el criterio natural para relegar 
ciertos cambios a tales disposiciones decae o se hace discutible en este tipo 
de leyes «de medidas» y no tiene sentido empecinarse en reproducirlo18). 
El balance es que los destinatarios de las normas nos vemos obligados a 
hacer un enorme esfuerzo de localización de la normativa aplicable. Así, por 
utilizar como ejemplo el impuesto dotado de una mayor generalidad, el IRPF, 
sufre todo este listado de desordenadas alteraciones: 
Ley 61/2003: 
- Sección 1 (Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas) del Capítulo 
1° (Impuestos directos) del Título VI (Normas tributarias). 
- Disposición adicional undécima. 
- Disposiciones transitorias primera y segunda. 
18  Una prueba de que los criterios tradicionales están en crisis es la norma sobre la entrada en 
vigor de la Ley 62/2003. La disposición final decimonovena (suele ser una disposición final la que 
aborda esta función) señala con carácter general el 1 de enero de 2004 como fecha de entrada en vigor, 
con sólo dos excepciones. Sin embargo, no es esa la realidad (quien lea esa disposición puede sacar 
conclusiones erróneas sobre las normas que aplazan sus efectos); cada precepto de la ley tiene en el 
encabezamiento su propio régimen de aplicación temporal, hasta el extremo de que ese es el criterio 
sistemático utilizado para dividir dentro de cada sección dedicada a un impuesto las diferentes 
disposiciones. Las reformas del IRPF se estructuran en tres artículos; en uno se insertan los cambios 
que van a entrar en vigor el 1 de enero de 2004; otro, para el 1 de julio de 2004 (a la vez que la nueva 
Ley General Tributaria); y otro para el 1 de enero de 2005 (la transposición de las Directivas 
comunitarias). Pero tal criterio vuelve a adolecer de continuidad, y así, las medidas que entran en 
vigor el 1 de septiembre de 2004 (reforma de las situaciones concursales), en algún caso lo advierten 
en el artículo y en otros lo dejan para la disposición final general. Todo un contrasentido. 
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Ley 62/2003: 
Sección 1 (Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas) del Capítulo 
1° (Impuestos directos) del Título 1 (Normas tributarias). 
Disposición adicional primera. 
Disposición adicional decimoctava. 
Disposición adicional trigésima tercera. 
Disposición adicional trigésima séptima. 
Disposición final decimoctava. 
No está de más en este contexto evocar la doctrina del Tribunal Constitu-
cional según la cual resulta inexcusable el esfuerzo del legislador por 
alumbrar una normativa tributaria abarcable y comprensible para la mayoría 
de los ciudadanos a los que va dirigida, puesto que una legislación confusa, 
oscura e incompleta, dificulta su aplicación y además de socavar la certeza 
del Derecho y la confianza de los ciudadanos en el mismo, puede terminar por 
empañar el valor de la justicia. Las normas puedan llegar a ser inconstitucio-
nales por infracción del principio de seguridad jurídica cuando generan en sus 
destinatarios una «incertidumbre razonablemente insuperable» (sentencia 
150/1990, de 4 de octubre)19. 
3.1.2. La preterición de los órganos consultivos 
En la descalificación de las «leyes de acompañamiento», siempre se ha 
subrayado la ausencia de debate parlamentario o la celeridad del mismo, y 
el consiguiente menoscabo de los valores democráticos y del pluralismo 
político. Pero hay otra secuela de la tramitación fugaz y es la obstaculización 
de las funciones asesoras de los órganos consultivos, lo cual perjudica el 
correcto desarrollo del procedimiento de elaboración normativa y su resulta-
do final. 
Por una parte, los organismos consultivos no pueden ejercer su labor de 
manera plena y sosegada, por la urgencia con la que tienen que emitir juicio, 
urgencia característica de esta legislación vinculada a los plazos perentorios 
del debate presupuestario. Y por otra parte, ven cercenada su capacidad de 
influencia por las variaciones que el texto inicial va sufriendo, ya sea a través 
de addendas al anteproyecto, que no tienen oportunidad material de valorar, 
ya sea por la frecuente introducción en sede parlamentaria de enmiendas con 
reformas de gran calado, huérfanas de cualquier posibilidad de dictamen. La 
Ley 62/2003 contiene 136 artículos (eran sólo 86 en el proyecto de ley 
remitido al Congreso; ¡50 novedades!) y otras 73 disposiciones fuera del 
articulado (mientras que en el proyecto sólo había 11 adicionales, 2 transi-
torias, la disposición derogatoria única y 11 disposiciones finales; o sea, ha 
19 CUBERO TRUYO, Antonio M.: La simplificación del ordenamiento tributario (desde la 
perspectiva constitucional). Marcial Pons. Madrid, 1997. 
habido en esta zona 48 incorporaciones sobrevenidas en las que el criterio 
sistemático brilla por su ausencia —por ejemplo, hay varias exenciones en el 
IRPF que no aparecen juntas sino desperdigadas—, «ordenándose» según su 
irrupción cronológica, al hilo de la tramitación de la ley). Como decíamos en 
el anterior número de esta revista, «no es infrecuente además la introducción 
sorpresiva de preceptos ausentes del proyecto inicial mediante enmiendas en 
el Senado, todo lo cual supone, en resumidas cuentas, un atropello anual a 
la seguridad jurídica y a la transparencia del procedimiento democrático de 
elaboración de las leyes». 
Para confirmar este panorama, veamos cuál ha sido el papel del Consejo 
de Estado y del Consejo Económico Social en relación con la Ley 62/2003, de 
medidas fiscales, administrativas y del orden social. 
Consejo de Estado. El supremo órgano consultivo del Gobierno (artícu-
lo 107 de la Constitución y Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril), tuvo 
que trabajar con velocidad, como ya anunciábamos. «El dictamen se 
solicita con carácter urgente de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
19 de la mencionada Ley Orgánica. Por acuerdos del Consejo de 
Ministros de fechas 26 de septiembre y 3 de octubre de 2003 se solicitó 
que el dictamen fuese emitido con anterioridad al 10 de octubre de 
2003, por lo que, automáticamente, resulta competente la Comisión 
Permanente, de acuerdo con lo establecido en el párrafo segundo del 
mencionado artículo 19». Y aunque el Gobierno decidió limitar el papel 
del Consejo a su mínima expresión (la solicitud de dictamen se 
circunscribe a aquellos preceptos que son transposición de directivas 
comunitarias, es decir, a lo estrictamente preceptivo), no dejó pasar 
la oportunidad para reflejar, una vez más, su evaluación negativa de las 
«leyes de acompañamiento»20. Por lo que respecta al objeto de la 
20 «En  el desempeño de su función consultiva, el Consejo de Estado percibe las graves 
distorsiones que, con creciente intensidad, se siguen de la periódica incorporación al ordenamiento 
jurídico —incorporación, a veces, asistemática y por aluvión— de innovaciones normativas heterogéneas 
y dispares en cuanto a su relevancia e, incluso, en cuanto al fundamento —correcto o no— de su 
inserción en tan singulares instrumentos legales, como son las llamadas leyes de "acompañamiento" 
a las de Presupuestos Generales del Estado o leyes de medidas usualmente identificadas como 
"fiscales, administrativas y del orden social". Este Consejo considera que no es una solución correcta 
ni adecuada la de incluir en una misma sedes materiae cuestiones de tan diferente naturaleza como 
las que se regulan en el anteproyecto de Ley de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social 
sometido a dictamen, y que no siempre encuentran su común razón de ser en el objetivo de "una mejor 
y más eficaz ejecución del programa económico del Gobierno en los distintos ámbitos en que aquél 
desenvuelve su acción" (como indica la exposición de motivos). Muy frecuentemente, las modifica-
ciones proyectadas responden a motivos completamente ajenos a la ejecución de los presupuestos 
estatales a los que "acompañan" o de la política económica del Gobierno. Por lo demás, el empleo 
de esta técnica legislativa no hace sino aumentar la dispersión normativa existente; dispersión que 
dificulta el conocimiento de la aplicación de unas normas jurídicas que tienen como destinatarios 
principales, no sólo a autoridades, funcionarios y profesionales del Derecho, sino también a los 
particulares. Como ya ha reiterado este Consejo en otros dictámenes, razones de seguridad jurídica 
y de buena técnica legislativa aconsejan que todas las normas, y muy en especial aquellas que tienen 
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consulta, sale a relucir la ausencia de arropamiento técnico y, en 
general, el déficit de preparativos de la ley. «En primer lugar, hay que 
destacar la falta del preceptivo informe de la Secretaría General 
Técnica del Ministerio de Hacienda (artículo 22.2 de la Ley del 
Gobierno) o de cualquier otro estudio o informe sobre la necesidad y 
oportunidad de la regulación proyectada, al margen de la memoria 
explicativa que acompaña al anteproyecto. Cabe inferir, no obstante, 
que la Secretaría General Técnica del Departamento ha tenido inter-
vención en la tramitación del proyecto, sin que se haya plasmado en un 
informe escrito sobre el texto. Por otra parte, se echa en falta en el 
expediente una memoria económica con la estimación del coste de las 
medidas propuestas. En tercer lugar, no consta que se haya dado 
audiencia a ningún sector afectado, ni que haya informado el antepro-
yecto ningún órgano administrativo. A la vista de lo anterior, debe 
ponerse de manifiesto la parquedad en el procedimiento de elabora-
ción de la norma, procedimiento que no es sólo un requisito de carácter 
formal, sino que constituye una garantía para el acierto y oportunidad 
de la disposición de que se trata. La urgencia en la tramitación de esta 
Ley y las especiales características de la llamada Ley de Medidas no son 
justificación suficiente de la inobservancia de este procedimiento, 
especialmente cuando se trata de una norma de la relevancia y 
amplitud de contenido como la sometida a dictamen. Por otra parte, 
este Consejo desconoce, a la vista de la parquedad del expediente, si 
faltan por incorporarse a él otros informes. A este respecto, el Consejo 
de Estado considera necesario recordar el carácter final que tiene su 
dictamen, con arreglo al artículo 2.4 de la Ley Orgánica 3/1980: "Los 
asuntos en que hubiera dictaminado el Pleno del Consejo de Estado no 
podrán remitirse a informe de ningún otro Cuerpo u órgano de la 
Administración del Estado. En los que hubiera dictaminado la Comisión 
Permanente sólo podrá informar el Consejo de Estado en Pleno". Hay 
que señalar, además, que la reproducida previsión legal no sólo 
responde a la necesidad de salvaguardar la independencia del Consejo 
de Estado y su posición como supremo órgano consultivo del Gobierno, 
sino muy especialmente a la de garantizar que el ejercicio de su 
actividad se realiza con la mayor objetividad, a la vista de las 
observaciones que puedan formular todos los interesados en el expe-
diente, ya sean particulares u órganos administrativos». 
Consejo Económico y Social. La referencia a este órgano consultivo nos 
parece particularmente pertinente porque la Ley 21/1991, de 17 de 
junio, de Creación del Consejo Económico y Social, cuando enumera los 
textos sobre los que el Consejo ha de emitir dictamen con carácter 
preceptivo, exceptúa expresamente a las Leyes de Presupuestos, lo que 
ratificaría de manera indirecta la deseable incapacidad (o capacidad 
muy limitada) de incorporar normas no estrictamente presupuestarias 
con ocasión de este rito anual, designios que estarían siendo contraria-
dos merced a las «leyes de acompañamiento»21. El Dictamen 11/2003, 
sobre el Anteproyecto de Ley de medidas fiscales, administrativas y del 
orden social (aprobado por el Pleno en sesión extraordinaria de 7 de 
octubre de 2003), además de insistir en los reproches hacia esta técnica 
legislativa, lamenta el plazo de urgencia con que se ve obligado a 
dictaminar sobre un conglomerado de disposiciones heterogéneas («la 
ausencia de observaciones particulares no debe interpretarse necesa-
riamente como una conformidad del Consejo a su contenido»), queja 
que se agrava cuando se refiere a la Addenda al Anteproyecto, recibida 
«horas antes de finalizar el plazo de elaboración de la propuesta de 
Dictamen». «En el caso de la Addenda el problema no es sólo de tiempo 
sino de instauración de un método pernicioso que se ha sistematizado 
a la hora de remitir al CES el Anteproyecto de Ley de Medidas Fiscales, 
Administrativas y del Orden Social, cuando en ninguna otra circunstan-
cia el Consejo ha recibido una Addenda al texto inicial. Por lo tanto, 
dado que el cómputo del plazo para emitir dictamen no se ha reiniciado 
desde la recepción de la Addenda, el CES se ve obligado a ceñirse en sus 
observaciones particulares únicamente al texto del Anteproyecto». Es 
decir, que no existe juicio del órgano competente sobre buena parte del 
contenido de la «ley de acompañamiento», lo que genera «una merma 
de las competencias consultivas que le son propias al Consejo en su 
función asesora en el proceso de elaboración normativa». 
3.2. Principales novedades de la Ley 62/2003, de 30 de diciem-
bre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social 
No resulta tarea fácil discriminar, entre el heterogéneo aluvión de 
retoques normativos, aquello que merece ser reseñado en una crónica de 
novedades legislativas; pero mayor carga aún supondría (para autores y 
lectores) pretender ser exhaustivos, por lo que hay que optar por la selección. 
rango de Ley, nazcan en el seno propio de la materia que es objeto de regulación, y vivan dentro de 
ella hasta que sean sustituidas por otras. Resulta perturbador para los destinatarios del derecho 
objetivo —nunca excusados del cumplimiento de las Leyes— que la producción normativa quede 
reducida a una tarea formal, a la mera utilización de un procedimiento en el que no se tenga en cuenta 
la necesaria homogeneidad de unos preceptos con otros, dentro del Ordenamiento». 
21 CUBERO TRUYO, Antonio M. y MOLINA LEBRÓN, Ana: El Consejo Económico y Social frente a 
las leyes de acompañamiento. Gaceta Fiscal, núm. 173 (1999), págs. 17 a 28. 
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3.2.1. Ampliación de las becas exentas en el IRPF 
Si algo hay que comenzar destacando, no está mal que se trate de la 
exención de las becas en el IRPF y la extensión considerable de su ámbito. 
En primer lugar, las becas que pueden disfrutar de la exención no son sólo 
las becas públicas como hasta ahora, sino también las becas concedidas por 
entidades sin fines lucrativos (entidades a las que sea de aplicación el régimen 
especial regulado en el Título II de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de 
régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales 
al mecenazgo). Conviene recordar que la limitación de la exención a las becas 
públicas había sido objeto de recurso de inconstitucionalidad, que el Tribunal 
resolvió en la sentencia 214/1994, de 14 de julio, admitiendo la legitimidad 
de esta diferencia de trato, por las especiales garantías del régimen de 
concesión de las becas públicas, aunque advirtiendo que sí sería posible, bajo 
ciertas condiciones, reconocer la exención a becas privadas22. 
En segundo lugar, la exención alcanza a las becas para cursar estudios 
reglados en todos los niveles y grados del sistema educativo, mientras que la 
redacción anterior circunscribía su ámbito «hasta la licenciatura inclusive». 
El cambio resulta especialmente pertinente como señal de la próxima 
transformación de los estudios universitarios, en el contexto del Espacio 
Europeo de Educación Superior (en particular, la reducción de la duración de 
los estudios de grado a un máximo de cuatro años). Todo ello va a conducir 
a la integración en la enseñanza oficial pública de los Master, y a su 
generalización, obligando en consecuencia a una política activa de becas, 
becas que estarán exentas del IRPF23. 
En tercer lugar, las becas exentas pueden ser concedidas para estudiar 
«tanto en España como en el extranjero». Positiva aclaración cuando una de 
las prioridades de la política educativa en nuestros tiempos es el fomento de 
la movilidad (la calificamos de simple aclaración, entendiendo que este es el 
criterio válido incluso cuando no era explícito, y al menos en el seno de la 
Unión Europea es una conclusión inexorable). 
Y en cuarto lugar, se declaran exentas las becas para investigación. Es 
importante subrayar el alcance subjetivo de la exención: no sólo incluye al 
becario investigador en sentido estricto, como se venía demandando desde 
hace tiempo y como ya ocurría en territorios forales (la exención viene a 
unirse a la regulación del Real Decreto 1326/2003, de 24 de octubre, por el 
que se aprueba el Estatuto del Becario de investigación, y que esencialmente 
supone el alta en la Seguridad Social24); sino también al profesor de 
22  GARCÍA BERRO, Florián y GARCÍA GARCÍA, Celia: Legalidad constitucional de algunos aspectos 
del IRPF. Civitas. Revista Española de Derecho Financiero, núm. 85 (1995), págs. 89 a 109. 
23  CUBERO TRUYO, Antonio M.: Fiscalidad de los estudiantes. Tirant lo Blanch. Valencia, 2004. 
24  El problema que detectamos es que la exención del IRPF se concede —textualmente— a las 
becas para investigación «en el ámbito descrito por el Real Decreto 1326/2003», y este Real Decreto 
Universidad y, en general, a los funcionarios y demás personal al servicio de 
las Administraciones públicas, cuando reciban ayudas con fines de investiga-
ción. 
3.2.2. Exclusión opcional de la progresividad para deportistas de 
élite y altos directivos 
Aquellos sujetos que, no habiendo sido residentes con anterioridad en 
España, adquieran la condición de residentes a efectos fiscales como conse-
cuencia del desplazamiento a nuestro país con contrato de trabajo, podrán 
optar entre tributar en el IRPF (como en principio les corresponde) o en el 
Impuesto sobre la Renta de no Residentes. La tributación en el Impuesto sobre 
la Renta de no Residentes supone la aplicación de un tipo de gravamen 
proporcional del 25 por 100 sobre las cuantías íntegras devengadas, sin 
posibilidad de aplicar gastos ni reducciones personales o familiares. 
El nuevo régimen ha sembrado bastante polémica por su carga patente de 
regresividad. Aunque la opción se plantee con generalidad al alcance de todos 
los recién llegados, haciendo abstracción de su nivel de renta, es indiscutible que 
la posibilidad de descartar un impuesto progresivo como el IRPF sólo beneficia 
a las capacidades económicas superiores. De ahí que se haya convertido en lugar 
común citar como destinatarios de la norma a los futbolistas extranjeros o 
deportistas de élite, teniendo igualmente entre sus objetivos al personal 
dirigente o muy especializado de las grandes compañías que abren filiales o 
sucursales en España, personal al que se procura hacer atractivo su traslado aquí. 
Parece además que se confía en que la rebaja fiscal derivada de la norma revierta 
en alguna medida sobre la entidad pagadora (al ser normal pactar las retribu-
ciones del personal «foráneo» libres de impuestos). 
Quizás el aspecto que más desapercibido ha pasado en el análisis de esta 
disposición es el relativo a la residencia original de la persona que llega a 
España. La opción concedida presupone que el sujeto se convierte en 
residente por el hecho de desplazarse a España, cuestión que dista de ser 
pacífica. Porque es muy normal que los Estados se aferren a continuar 
considerando residentes a sus residentes, aunque acepten un trabajo en el 
extranjero (si consideran que se trata de una ausencia temporal, si se deja allí 
la familia...), generándose un conflicto de doble residencia. Llegados a este 
punto, es preciso distinguir según el país de origen del sujeto en cuestión 
tenga o no suscrito Convenio de doble imposición con España25. 
circunscribe su ámbito (artículo 1.2) a aquellos titulados que estén en posesión del título de Doctor 
o hayan obtenido el reconocimiento de su suficiencia investigadora. La suficiencia investigadora, que 
coincide con la obtención del Diploma de Estudios Avanzados, no se puede lograr hasta pasados al 
menos dos años en el Programa de Doctorado. ¿Qué ocurre con el becario investigador hasta ese 
momento? A nuestro juicio, su beca estaría exenta del IRPF, si no en concepto de beca de 
investigación, como beca para cursar estudios de doctorado. 
25 CUBERO TRUYO, Antonio M.: Convenios de doble imposición. Tirant lo Blanch. Valencia, 2003. 
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Si existe Convenio, el factor al que atienden los tratados para arbitrar 
en los supuestos de doble residencia es la vivienda «permanente» y el 
«centro de intereses vitales». Y es posible que, a pesar del desplaza-
miento laboral, el sujeto mantenga en el país de procedencia su centro 
de intereses vitales. De modo que no sería residente en España y no 
tendría opción alguna a la que acogerse sino que directa y necesaria-
mente tributaría en el Impuesto de los no residentes. 
Si no hay Convenio, y el trabajador trasladado no perdiera su cualidad 
de residente fiscal en el otro país (insistimos en que las legislaciones 
internas suelen resistirse a soltar a sus residentes), añadiendo ahora la 
condición de residente en el nuestro, no existe (o no existía hasta 
ahora) criterio para resolver el problema de la doble residencia y, por 
tanto, la concurrencia de dos imposiciones progresivas. Para estas 
situaciones patológicas de doble sujeción integral, sí adquiere sentido 
loable la nueva norma, porque viene a significar una renuncia de 
nuestra Hacienda a la residencia a favor del otro país con mejor derecho 
o con derec:ho anterior. Es cierto que la regla introducida no se vincula 
a la existencia de un gravamen simultáneo en el otro país, y ese es un 
lastre para cualquier intento de justificación. Pero sí hay un detalle que 
podría interpretarse en esa línea, y es la dimensión temporal del 
ejercicio de la opción: sólo podrá disfrutarse durante el período 
impositivo en que se efectúe el cambio de residencia y los cinco 
siguientes. Lo cual puede entenderse como plazo razonable para hacer 
ya incontestable la vinculación efectiva con nuestro país, prevalente en 
términos comparativos (recordemos el concepto de centro de intereses 
vitales, como lugar donde se tienen las relaciones personales y econó-
micas más estrechas). Es decir, lo que se reconoce no es una opción 
ventajista sino el derecho legítimo a no considerarse residente, a pesar 
de que los criterios internos lo afirmaran en primera instancia. Más que 
un beneficio fiscal aplicable a una situación clara de residencia, es un 
complemento de las normas de residencia (no por casualidad el nuevo 
régimen se incorpora en un apartado del artículo dedicado al concepto 
de residencia) y una profundización en cuál sea el gravamen adecuado 
(recordemos que no se discute entre pagar o no pagar impuestos en 
España sino cómo pagarlos). Es la única manera de explicar lo que en 
apariencia se presenta como una discriminación entre residentes, unos 
residentes que pueden zafarse voluntariamente de la progresividad 
frente a los restantes residentes que no tienen más remedio que 
tributar conforme a la tarifa progresiva (residentes estos indiscutibles, 
que no pueden quejarse porque no están en la misma situación, no 
habiendo para ellos otro impuesto sobre la renta que compatibilizar). 
En realidad, a los beneficiarios de la opción se les llama formalmente 
residentes porque los criterios iniciales con los que se conforma la 
legislación interna son poco exigentes (entre otros factores diversos, 
todos autosuficientes, basta con estar aquí más de 183 días). Pero 
después de ese primer impulso egoísta, nuestra soberanía fiscal termi-
na reconociendo que aún es pronto para someterles a un gravamen tan 
intenso, que sólo procede con quienes llegan a alcanzar con el paso del 
tiempo una conexión más sólida. Estaríamos, al final, asumiendo 
unilateralmente el criterio de los Convenios en virtud del cual sólo se 
puede ser residente fiscal (con el consiguiente sometimiento a tipos 
progresivos) en un único Estado, aquel donde se tenga el centro vital, 
algo que no se altera de un día para otro por un simple contrato de 
trabajo. 
3.2.3. Adaptación a las Directivas y a la jurisprudencia comunitaria 
La Ley 62/2003 se ocupa de la transposición a nuestro ordenamiento de 
diversas Directivas comunitarias, entre las que destacamos por su temática 
tributaria las siguientes: 
Directiva 2003/48/CE del Consejo, de 3 de junio de 2003, en materia 
de fiscalidad de los rendimientos del ahorro en forma de pago de 
intereses. El objeto de esta Directiva consiste en lograr la tributación 
de los intereses obtenidos por personas físicas en el país de residencia, 
para lo cual cada Estado se compromete a facilitar la información de los 
intereses obtenidos allí por no residentes a sus países de residenia. Sin 
embargo, a Bélgica, Austria y Luxemburgo, se les reconoce un régimen 
transitorio (vinculado al acuerdo con los Estados Unidos de América 
sobre intercambio de información), en virtud del cual no tendrán que 
proporcionar tal información y, en su lugar, para garantizar que los 
intereses obtenidos por no residentes no queden libres de impuestos, 
practicarán una retención (que se hará llegar en su mayor parte —75 por 
100— al país de residencia). La Directiva se preocupa de la doble 
imposición que esta retención puede generar, ordenando a los Estados 
miembros que introduzcan las medidas oportunas para evitarla. De ahí 
que dichas retenciones se configuren como un pago a cuenta del IRPF, 
que será deducible y susceptible de devolución en su caso (aun no 
habiendo sido reconocido este último extremo con la debida claridad). 
La norma se incorpora a través de la Ley 62/2003, porque la Directiva 
obligaba a adoptar las disposiciones necesarias para su cumplimiento 
antes del 1 de enero de 2004, aunque sus efectos se aplazan hasta el 1 
de enero de 2005 (de hecho, la entrada en vigor de la Directiva se 
condiciona a la celebración de acuerdos para la aplicación de medidas 
equivalentes en Suiza, Liechtenstein, San Marino, Mónaco, Andorra, 
Islas del Canal, Isla de Man y los territorios dependientes o asociados del 
Caribe). 
Directiva 2003/49/CE del Consejo, de 3 de junio de 2003, relativa a un 
régimen fiscal común aplicable a los pagos de intereses y cánones 
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efectuados entre sociedades asociadas de diferentes Estados miem-
bros. La idea de la Directiva es evitar la doble imposición de esta clase 
de operaciones, que sólo deben tributar en el Estado de residencia de 
la sociedad perceptora de la renta, quedando exentas en el Estado de 
la fuente. En este caso es España (Grecia y Portugal también, por otro 
lado) la que va a valerse de un régimen transitorio (esgrimiendo que «ha 
lanzado un plan de refuerzo del potencial tecnológico español»), en 
virtud del cual, se aplaza seis años la irrupción de la exención a los 
cánones aplicándoles mientras tanto un tipo de gravamen del 10 por 
100. De cualquier modo, el tipo introducido por la Ley 62/2003, con 
efectos desde el 1 de enero de 2005, no va a tener excesiva virtualidad, 
dado que buena parte de los Convenios de doble imposición suscritos 
por España con los países europeos ya establecen tipos máximos 
inferiores (el 5 por 100 es el límite predominante). 
Pero mayor interés o mayor valor simbólico revisten las modificaciones 
hechas por la «ley de acompañamiento» en el Impuesto sobre Sociedades 
arrastrada por determinadas sentencias del Tribunal de Justicia de las 
Comunidades Europeas. La fiscalidad directa es competencia de los Estados 
miembros, pero éstos deben ejercer dicha competencia respetando el 
Derecho comunitario, y bajo el control del Tribunal de Justicia, que ha 
consagrado la tesis de que las diferencias de tratamiento entre residentes y 
no residentes pueden encerrar una discriminación indirecta o encubierta por 
razón de nacionalidad, porque la mayoría de los residentes son nacionales 
mientras que los no residentes son, por lo general, extranjeros26. Aquí es 
forzoso evocar el valor de la sentencia de 14 de febrero de 1995 (asunto C-
279/93, Schumacker), que obligó a introducir en nuestra normativa la 
facultad de los no residentes que obtengan en España la mayor parte de sus 
rentas de tributar en calidad de contribuyentes del IRPF. A propósito de esta 
opción, obsérvese que tiene un signo contrario a la comentada en el anterior 
epígrafe (antes se trataba de preferir el gravamen proporcional de los no 
residentes en detrimento del IRPF progresivo y ahora justamente a la 
inversa), dado que los diferentes regímenes de residentes y no residentes no 
son sistemáticamente beneficiosos o perjudiciales, dependiendo del nivel de 
renta y de las circunstancias del caso concreto. Pues bien, desde Schumacker, 
muchos otros fallos están conduciendo a los Estados miembros a frecuentes 
reformas para adaptarse a las exigencias jurisprudenciales. Confirmando esta 
tendencia al protagonismo del Tribunal de Justicia en el impulso reformador, 
la Ley 62/2003 se adapta a la sentencia de 12 de diciembre de 2002 (asunto 
C-324/00, Lankhorst-Hohorst), que rechazó la normativa alemana sobre 
26 CUBERO TRUYO, Antonio M.: Principio de no discriminación en la jurisprudencia comunitaria: 
el derecho de los no residentes a un impuesto sobre la renta personal, subjetivo, periódico y 
progresivo. Noticias de la Unión Europea, núm. 214 (2002), págs. 3 a 28. 
subcapitalización, excluyendo la aplicación de nuestra regla de 
subcapitalización cuando la entidad vinculada no residente sea residente en 
otro Estado miembro de la Unión Europea. Como es sabido, esta regla consiste 
en calificar como dividendos encubiertos a ciertos intereses que las filiales 
satisfacen a sus matrices cuando el endeudamiento supera en tres veces la 
cifra del capital social. Según el Tribunal de Justicia, la existencia de este 
régimen (que se aplica sólo a préstamos concertados con entidades no 
residentes) constituye un obstáculo a la libertad de establecimiento puesto 
que puede hacer menos atractiva la constitución de filiales por parte de 
sociedades de otros Estados miembros. 
La «ley de acompañamiento» no sólo excluye a las entidades residentes en 
la Unión Europea de la subcapitalización (ateniéndose al objeto específico de 
la sentencia Lankhorst-Hohorst) sino que, consciente de que cualquier 
medida antielusión dirigida a entidades no residentes puede ser discriminatoria, 
también hace lo propio en relación con el régimen de transparencia fiscal 
internacional. 
Mas no siempre reacciona con tanto celo el legislador español a la vista de 
los fallos del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas. En el año 2003 
ha habido un importante pronunciamiento, la sentencia de 12 de junio de 
2003 (asunto C-234/01, Gerritse), sobre los gastos deducibles y los tipos de 
gravamen aplicables a no residentes, que todavía no ha encontrado respuesta 
adecuada en nuestro ordenamiento. 
3.3. El mimetismo de las leyes de «acompañamiento» de las 
Comunidades Autónomas. La fiscalidad ecológica y el Im-
puesto sobre Sucesiones en la Ley andaluza de medidas 
El fenómeno de las «leyes de acompañamiento» no es privativo del Estado, 
sino que también se ha asentado en las Comunidades Autónomas. Paradóji-
camente, las leyes de medidas autonómicas se han generalizado a pesar de 
que el Tribunal Constitucional, en un pronunciamiento muy discutible y acaso 
por ello con escasa capacidad de persuadir, sostuvo que las restricciones del 
artículo 134.7 no afectaban a las Leyes de Presupuestos de las Comunidades 
Autónomas, que podían crear y modificar tributos sin habilitación previa. 
Según la sentencia 116/1994, de 18 de abril, el artículo 134 de la Constitución 
tiene «como objeto directo la regulación de una institución estatal, en 
concreto, de una fuente normativa del Estado, entendido este término en 
sentido estricto, es decir, como sinónimo de organización central o general 
del Estado», y «de los preceptos constitucienales que regulan instituciones 
del Estado no pueden inferirse, sin más, reglas y principios de aplicación, por 
vía analógica, a las instituciones autonómicas homólogas»; en suma, el 134.7 
no rige en las Comunidades Autónomas, salvo que lo reproduzcan expresa-
mente en sus propias normas (cosa que sólo ocurre en el caso de La Rioja). 
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Esta doctrina del Tribunal Constitucional, sin llegar a una rectificación 
explícita, ha ido evolucionado27. Ya en la sentencia 174/1998, de 23 de julio, 
se observó que las normas constitucionales de las que se ha extraído la 
jurisprudencia sobre los límites al contenido de la Ley de Presupuestos 
(artículos 66.2 y 134.2) se repiten en la LOFCA y en los Estatutos, de manera 
que aquella jurisprudencia oportunamente restrictiva también era aplicable 
a las leyes autonómicas. La sentencia 3/2003, de 16 de enero, parece avalar 
esta tesis de la necesaria asimilación entre los principios constitucionales del 
Derecho Presupuestario aplicables al Estado y los aplicables a las Comunida-
des Autónomas, por su carácter inmanente: «Se deduce la existencia de una 
sustancial identidad entre las normas que son aplicables a los presupuestos 
generales de la Comunidad Autónoma del País Vasco y lo dispuesto respecto 
de los del Estado en el art. 134 CE, como no podía ser de otro modo, dado que 
la norma constitucional y la estatutaria (así como las normas que las 
desarrollan) no hacen otra cosa que recoger una serie de principios que, como 
hemos dicho, son consustanciales a la institución presupuestaria y al sistema 
parlamentario (arts. 66 y 152.1, ambos de la Constitución), coincidentes por 
lo demás con los de las democracias con las que ha entroncado nuestro país». 
La sentencia 3/2003, por cierto, encierra argumentos sugerentes que 
podrían ser utilizados, mutatis mutandis, en el análisis de las «leyes de 
acompañamiento», como la defensa a ultranza del principio de unidad 
presupuestaria28. Esperemos que sea un indicio de la reacción jurisprudencial 
contra este pernicioso fenómeno, lo que nos ahorraría en el futuro espectá-
culos bochornosos, como el que nos ha brindado la Ley 18/2003, de 29 de 
diciembre, por la que se aprueban medidas fiscales y administrativas, donde 
se introduce la regulación de los impuestos ecológicos andaluces. En lugar de 
tener su sede lógica en un texto ad hoc (como estaba previsto), se terminan 
encajando como un parche (por la vía de la enmienda) en esta ley de 
contenido informe. Las figuras creadas son: 
- Impuesto sobre emisión de gases a la atmósfera. 
- Impuesto sobre vertidos a las aguas litorales. 
- Impuesto sobre depósito de residuos radioactivos. 
- Impuesto sobre depósito de residuos peligrosos. 
Los ingresos derivados de estos cuatro tributos se afectan a la financiación 
de las actuaciones en materia de protección medioambiental y conservación 
de los recursos naturales, constituyéndose un fondo de reserva con la 
27 CUBERO TRUYO, Antonio M.: Los límites a la creación y modificación de tributos por leyes de 
presupuestos (o leyes de acompañamiento) de las Comunidades Autónomas. El debate sobre el sistema 
de financiación autonómica. Comares. Granada, 2003. 
28  El Tribunal Constitucional defiende la existencia de una reserva material de la Ley de 
Presupuestos y la exigencia de que el presupuesto (entendido en un sentido amplio, como reflejo del 
programa político, social y económico del Gobierno) se contenga en un único documento, rechazando 
la fragmentación de la institución presupuestaria. 
finalidad de atender situaciones de emergencia provocadas por catástrofes 
medioambientales. 
Junto a la fiscalidad ecológica, la otra gran novedad de la Ley andaluza de 
medidas afecta al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, impuesto estatal 
cedido a las Comunidades Autónomas con competencias normativas. Andalu-
cía, resistiéndose a la eliminación indiscriminada del tributo, plantea «una 
medida de reforzamiento de la progresividad del sistema fiscal andaluz, pues 
viene a traducirse en la reducción de este Impuesto para los patrimonios de 
las clases medias». Pero la puesta en práctica de este propósito incurre en 
alguna inexplicable contradicción. Así, la Exposición de motivos de la Ley y 
la propia rúbrica del artículo, empiezan proclamando que se trata de un 
beneficio fiscal dirigido a «herencias de patrimonios no superiores a 500.000 
euros». Pero vayamos a la redacción completa del precepto, en el que, no 
sabemos si con más torpeza que mala intención, se insiste en que la norma 
se aplicará cuando el patrimonio del causante no sea superior a 500.000 
euros, siempre que concurran en el sujeto pasivo los siguientes requisitos: 
a) En cuanto al parentesco, que el sujeto pasivo-heredero sea el cónyuge 
o un pariente directo (en línea recta: ascendientes o descendientes). 
b) En cuanto a la herencia recibida por cada sujeto pasivo, que la base 
imponible (o sea, el valor neto total de los bienes heredados) no sea 
superior a 125.000 euros. 
c) En cuanto al patrimonio preexistente del heredero, que no exceda de 
402.678,11 euros. 
Y es ahora cuando la fórmula se completa con una sorprendente apostilla: 
«No obstante, podrá aplicarse esta reducción en el caso de que se cumplan 
los requisitos señalados en las letras a y c anteriores aun cuando el valor del 
patrimonio del causante sea superior a 500.000 euros, a los sujetos pasivos 
cuya base imponible no supere el límite cuantitativo establecido en la letra 
b 
De donde se deduce que esta ampliación excepcional del beneficio se 
aplica a quienes cumplen, por un lado, los requisitos a) y c) y, por último, el 
requisito b); en definitiva, ¡todos los requisitos! Entonces, no es una 
excepción sino una regla general y una anulación absoluta del anunciadísimo 
destino limitado de la norma a las herencias no superiores a 500.000 euros. 
En puridad, esta condición ligada al patrimonio del causante no tenía excesiva 
virtualidad (sólo servía para negar la ventaja en caso de herencias muy 
repartidas), de manera que el objetivo de favorecer «a las clases medias» 
queda salvaguardado por el lado del heredero, pero lo que no tiene sentido 
es proclamar de manera reiterada una característica de la medida, que 
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4. EL DECRETO-LEY COMO EXPEDIENTE PARA INTRODUCIR MÁS 
REFORMAS HETEROGÉNEAS CUANDO NO ES LA ÉPOCA DE LAS 
«LEYES DE ACOMPAÑAMIENTO» 
En el año 2003, las intervenciones normativas en materia tributaria no se 
han «reducido» a la aprobación de una nueva Ley General Tributaria, y a las 
rituales colaboraciones de la Ley de Presupuestos y la «ley de acompañamien-
to», sino que también ha venido a participar un decreto-ley: el Real Decreto-
ley 2/2003, de 25 de abril, de medidas de reforma económica. 
4.1. Principales novedades del Real Decreto-ley 2/2003, de 25 de 
abril, de medidas de reforma económica 
El Decreto-ley amplía el concepto de empresa de reducida dimensión 
(hasta los seis millones de euros de cifra neta de negocios) e introduce algunas 
mejoras en los incentivos fiscales relacionados con la investigación y el 
desarrollo, el medio ambiente, los coeficientes de amortización o las 
novaciones hipotecarias. Pero las auténticas novedades que incorpora son la 
cuenta ahorro-empresa y el régimen especial de las entidades dedicadas al 
arrendamiento de viviendas. 
4.1.1. La cuenta ahorro-empresa 
Siguiendo el esquema de la cuenta ahorro-vivienda, aparece en el IRPF una 
deducción del 15 por 100 de las cantidades depositadas en entidades de 
crédito, en cuentas separadas de cualquier otro tipo de imposición, cuyo 
destino final vaya a ser la creación de una empresa, que deberá adoptar 
necesariamente la forma de sociedad Nueva Empresa (figura creada por la Ley 
7/2003, de 1 de abril, que modificó la Ley 2/1995, de 23 de marzo, de 
Sociedades de Responsabilidad Limitada). La base máxima de la deducción es 
de 9.000 euros anuales 
La fórmula se completa con la fijación de una serie de plazos: 
- Plazo de cuatro años desde la apertura de la cuenta para la inscripción 
en el Registro Mercantil de la sociedad Nueva Empresa. 
- Plazo de un año desde la constitución de la sociedad, para que la 
sociedad emplee los fondos procedentes de la cuenta ahorro-empresa 
en adquisición de inmovilizado, contratación de personal o gastos de 
constitución y de primer establecimiento. 
- Por último, la actividad económica iniciada debe mantenerse en 
funcionamiento al menos durante dos años. 
4.1.2. Las entidades dedicadas al arrendamiento de viviendas 
La otra gran novedad del Decreto-ley es la introducción en el Impuesto 
sobre Sociedades de un régimen especial (de aplicación opcional, mediante  
comunicación a la Administración tributaria) para aquellas entidades que 
tengan por objeto social exclusivo el arrendamiento de viviendas. El número 
de viviendas arrendadas u ofrecidas en arrendamiento ha de ser en todo 
momento igual o superior a 10. 
El aliciente que ofrece este régimen especial es una bonificación del 85 por 
100 de la parte de cuota íntegra que corresponda a la renta derivada del 
arrendamiento de las viviendas (entendiéndose por tal el ingreso íntegro 
obtenido, minorado en los gastos directamente relacionados con dicho 
ingreso y en la parte proporcional de los gastos generales). 
La bonificación también será aplicable a las rentas derivadas de la 
transmisión de las viviendas, siempre que hayan estado alquiladas por la 
entidad durante al menos cinco años (o el plazo de protección, en el caso de 
las viviendas protegidas) y el importe obtenido en la venta se reinvierta en un 
plazo de tres años en otras viviendas igualmente destinadas al arrendamien-
to. 
Dentro de su línea general propiciatoria del arrendamiento, el régimen 
especial tiene objetivos particulares: 
Por un lado, se intenta favorecer el arrendamiento de viviendas de 
protección oficial o declaradas protegidas. Aunque el régimen no está 
reservado a ellas; también pueden beneficiarse de él viviendas que no 
tengan tal calificación, pero con algunos requisitos adicionales (limi-
tando, por ejemplo, la superficie construida admisible o los porcenta-
jes de actualización anual de la renta). 
Por otro lado, se fomentan los contratos de arrendamiento que 
incorporen una opción de compra a favor del arrendatario. Así, uno de 
los requisitos para acogerse a este régimen especial consiste precisa-
mente en que al menos un tercio de las viviendas arrendadas lo sean con 
opción de compra. En el caso de estas viviendas con opción, la 
bonificación ascenderá del 85 al 97 por 100. 
El régimen especial se planteó en el Decreto-ley sólo para aquellas 
entidades dedicadas en exclusiva al arrendamiento (y arrendamiento en 
concreto de viviendas; aunque compatible con el arrendamiento de locales 
de negocio y plazas de garaje, siempre que su valor contable conjunto no 
excediera del 20 por 100 del valor de las inversiones en vivienda). Sin 
embargo, la «Ley de acompañamiento» ha alterado esta filosofía permitiendo 
también la aplicación del régimen a constructoras o promotoras inmobilia-
rias, por aquellas de sus viviendas que ofrezcan en alquiler (deben permane-
cer arrendadas u ofrecidas en arrendamiento durante al menos 15 años). Así 
pues, las rentas derivadas de estos arrendamientos también podrán gozar de 
la bonificación del 85 por 100 (no así de la bonificación del 97 por 100 prevista 
para las viviendas arrendadas con opción de compra, porque se prohibe 
expresamente en este caso que el contrato incluya tal opción; de hecho, si 
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4.2. La degeneración de la posibilidad prevista constitucional-
mente de tramitar como leyes los decretos-leyes 
Siguiendo el iter establecido en el artículo 86.2 de la Constitución, el 
Decreto-ley 2/2003 fue convalidado por el Congreso (Resolución de 8 de mayo 
de 2003, del Congreso de los Diputados, por la que se ordena la publicación 
del Acuerdo de Convalidación)29. Y haciendo uso de la posibilidad concedida 
en el siguiente apartado del precepto constitucional, se decidió tramitarlo 
como proyecto de ley, de donde surgió finalmente la Ley 36/2003, de 11 de 
noviembre, de medidas de reforma económica30. 
Tras la aparente normalidad de dicha peripecia, nos parece detectar 
(algunos otros precedentes —como el Real Decreto-ley 3/2000, de 23 de 
junio— fomentan nuestra impresión) que se están aprobando decretos-leyes 
a sabiendas de la inconstitucionalidad, con la tranquilidad de la sanación de 
sus defectos en la ley posterior de contenido idéntico. 
El cumplimiento del presupuesto habilitante (la extraordinaria y urgen-
te necesidad), resulta harto discutible, puesto que el Decreto-ley 2/ 
2003 está lejos de significar una intervención excepcional o coyuntural; 
tal y como se confiesa en el debate de convalidación y en la propia 
Exposición de motivos, «no son medidas improvisadas, sino que son 
fruto de un largo trabajo por parte de los equipos económicos del 
Gobierno»; son medidas «de continuación con el proceso de reforma 
estructural». Además, bastantes de las reformas no surtirán efectos 
hasta el ejercicio 2004, quebrantando una de las condiciones señaladas 
por el Tribunal Constitucional, cual es la modificación instantánea de 
la situación jurídica. 
Los límites materiales al decreto-ley también habrían sido sobrepasa-
dos, porque hay novedades que afectan al deber de contribuir desde la 
perspectiva del conjunto del sistema tributario31. Sobre todo, conviene 
dar fe del desprecio hacia las pautas que con tanta rotundidad expuso 
el Tribunal Constitucional en la sentencia 182/1997, de 28 de octubre, 
cerrando el paso a la intervención del decreto-ley en el IRPF, porque 
«cualquier alteración en sus elementos esenciales repercute inmedia-
tamente sobre la cuantía o el modo de reparto de la carga tributaria que 
debe levantar la generalidad de los contribuyentes». Pues bien, en este 
como en otros anteriores, se introducen cambios sustanciales en el 
IRPF. 
29 BOE de 14 de mayo de 2003. 
30 BOE de 12 de noviembre de 2003. 
31 La sentencia 137/2003, de 3 de julio, contribuye a perfilar la doctrina jurisprudencia) sobre 
el decreto-ley, ampliándola a la imposición indirecta y, en concreto, a los Impuestos Especiales que, 
al no desempeñar una función esencial en el conjunto del sistema tributario, son susceptibles de 
regulación mediante decreto-ley. 
El Decreto-ley 2/2003 es un exponente paradigmático de una determinada 
manera de legislar radicalmente (omitiendo dictámenes previos, prescin-
diendo de debates parlamentarios serenos, bordeando la licitud constitucio-
nal...), que guarda un notable parentesco con la costumbre de las «leyes de 
acompañamiento». No por casualidad también se llama Decreto-ley «de 
medidas»32. Los Gobiernos se han acostumbrado a la incorporación continua 
y sin el debido detenimiento de retoques en todas las parcelas del ordena-
miento, mediante textos exentos de sistematicidad, y sin más elemento 
identificador que su carácter variopinto. Lo vienen haciendo desde hace años 
aprovechando la vorágine del debate presupuestario, y ahora advertimos que 
cuando no tienen a mano el expediente presupuestario, recurren a otra 
fórmula legislativa ipso facto como es el decreto-ley. Ambas son instituciones 
limitadas constitucionalmente; pero los límites se sortean en un caso a través 
del subterfugio de las «leyes de acompañamiento», y en el otro, transforman-
do el decreto-ley irregular en ley ya irreprochable. Para nosotros, es una 
desviación flagrante en el funcionamiento ordenado del sistema de fuentes 
del Derecho. 
32 «El Decreto-ley 2/2003 guarda una semejanza notable con las leyes de medidas fiscales, 
administrativas y del orden social, en lo que suponen ambas fórmulas de desprecio a las exigencias 
de seguridad jurídica y de codificación. Parece como si se hubiera descubierto que el deleznable 
método regulador que representan las «leyes de acompañamiento», caracterizado por la celeridad 
del debate y la imposibilidad de calibrar el alcance de un conglomerado de reformas, pudiera verse 
aún más perfeccionado en su preterición del parlamento. El decreto-ley (a disposición del Gobierno 
en cualquier época del año, no hay que esperar la llegada del ritual presupuestario) se amoldaría bien 
a ese estadio superior en la evolución inquietante de nuestro sistema de fuentes». CUBERO TRUYO, 
Antonio M. y VENTURA ESCACENA, Jaime: Vicios en la utilización del decreto-ley en materia tributaria. 
Civitas. Revista Española de Derecho Financiero (pendiente de publicación). 
